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dictamen 1/2006

sobre el anteproyecto de ley del principado
de asturias de estadística





i. antecedentes

Con fecha 13 de febrero de 2006 tuvo entrada en este Consejo Eco-
nómico y Social escrito de la Consejería de Economía y Administración
Pública en el que remite el anteproyecto de ley del Principado de Astu-
rias de estadística, para la emisión del preceptivo dictamen por parte de
este órgano consultivo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.1 a)
de la Ley del Principado de Asturias 2/2001, de 27 de marzo, del Con-
sejo Económico y Social. En el texto que se somete a dictamen se han
introducido una serie de modificaciones respecto del que, en junio de
2005, fue sometido al dictamen del ces.

Con objeto de proceder a la emisión del informe en los términos
establecidos en la citada ley, se reúne la Comisión de Trabajo de Análisis
Económico y Social el día 17 de febrero, para analizar el texto normati-
vo remitido y acordar una propuesta de dictamen.

El día 22 de febrero de 2006, la Comisión Permanente aprueba, por
mayoría, la propuesta de dictamen emitida por la Comisión de Trabajo
de Análisis Económico y Social, que fue ratificada por el Pleno el día 6
de abril.

Antes de proceder al análisis del texto normativo remitido se expone
un breve resumen del contexto normativo en el que surge este proyecto
de ley.

En el ámbito europeo, en 1953 nace eurostat con la misión de ofre-
cer a la Unión Europea estadísticas a nivel europeo que permitan com-
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paraciones entre los países y las regiones. Para cumplir esta misión,
eurostat recopila los datos que aportan los diferentes institutos de esta-
dística europeos, los analiza y en base a ellos ofrece cifras comparables y
armonizadas, de forma que se puedan definir, acometer y analizar las
políticas comunitarias.

En el ámbito estatal, la organización para la producción de estadísti-
cas oficiales en España tiene una gran complejidad debido al sistema des-
centralizado que tiene la organización estadística en la Administración
General del Estado y a la existencia de los sistemas estadísticos de las
comunidades autónomas.

La Constitución Española de 1978 establece, en su artículo
149.1.31.ª, que el Estado tiene competencia exclusiva sobre las estadís-
ticas para fines estatales. Por su parte, en los Estatutos de Autonomía de
las comunidades autónomas, aprobados mediante leyes orgánicas, se
establece que cada comunidad autónoma tiene competencia exclusiva
sobre las estadísticas para los fines de la comunidad autónoma. Así, el
artículo 10.1.29 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias
determina la competencia exclusiva del Principado de Asturias en mate-
ria de “estadísticas para los fines de la Comunidad Autónoma, en coor-
dinación con la general del Estado y con la de las demás comunidades
autónomas”.

También a nivel estatal, la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la función
estadística pública, es la norma legal básica para el ejercicio de la activi-
dad estadística en la Administración General del Estado. En ella se esta-
blece que la función estadística se desarrolla por: el Instituto Nacional de
Estadística, las unidades de los departamentos ministeriales y de cuales-
quiera otras entidades públicas dependientes de la Administración Gene-
ral del Estado a las que se les haya encomendado aquella función y el
Consejo Superior de Estadística, a los que se deben añadir la Comisión
Interministerial de Estadística y el Comité Interterritorial de Estadística.

Análogamente, las comunidades autónomas han ido promulgando, o
están en vías de hacerlo, sus respectivas leyes de estadística en las que se
regula el ejercicio de la actividad estadística y se crea el instituto de esta-
dística y los órganos consultivos de estadística autonómicos. En este con-
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texto es en el que surge el anteproyecto de ley del Principado de Astu-
rias de estadística. Hasta la fecha, las funciones estadísticas se han venido
desarrollando a través de la Sociedad Asturiana de Estudios Económicos
e Industriales (sadei), que fue creada en 1966 a instancias de la extinta
Diputación Provincial y de otras entidades regionales.

sadei es la sociedad pública que, desde la implantación en España del
Estado de las Autonomías, tiene encomendada la función de elaborar las
estadísticas de interés regional y asume las labores ejecutivas propias del
órgano estadístico en el ámbito de la Comunidad Autónoma del Princi-
pado de Asturias.Actualmente, está adscrita a la Consejería de Economía
y Administración Pública del Principado de Asturias, que es la instancia
administrativa del Gobierno Regional que tiene bajo su tutela las com-
petencias en materia estadística.

anteproyecto de ley del principado de asturias de estadística
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ii. contenido del anteproyecto de ley

El anteproyecto de ley consta de un preámbulo y 65 artículos que se
estructuran en un título preliminar y cinco títulos que, a su vez, se divi-
den en capítulos.Asimismo, el anteproyecto de ley contiene una disposi-
ción adicional, una disposición derogatoria y una disposición final.

El título preliminar, Objetivo y ámbito de la Ley (artículos 1 a 3), des-
cribe el objetivo de la Ley, que es regular la actividad estadística pública
de interés para el Principado de Asturias y la organización de su sistema
estadístico, así como sus relaciones con los órganos estadísticos de otras
Administraciones Públicas.Además, define una serie de conceptos: acti-
vidad estadística, estadística pública, datos estadísticos, datos administrati-
vos, así como estadísticas públicas de interés para el Principado de Astu-
rias. En el artículo 3, se determina su ámbito de aplicación.

El título I, Principios rectores de la actividad estadística del Principa-
do de Asturias, consta, a su vez, de cinco capítulos. El capítulo I, Princi-
pios generales, contiene seis artículos (del 4 al 9). El artículo 4 enumera
los principios que regirán la actividad estadística que regula esta Ley. En
los restantes artículos se definen los principios rectores enumerados en el
artículo 4.

El capítulo II, De la obligatoriedad de proporcionar información, es
uno de los principios enumerados en el artículo 4, que se regula en ca-
pítulo aparte.Al igual que el capítulo I, también consta de seis artículos
(del 10 al 15). El artículo 10 establece el tipo de estadísticas respecto de
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las cuales es obligatorio el suministro de información. El artículo 11 des-
cribe las características de la información que se suministre, así como la
forma de facilitarla y las obligaciones de los suministradores de informa-
ción. En el artículo 12 se enumeran los sujetos obligados a suministrar
información. El artículo 13 regula el uso de ficheros y registros adminis-
trativos como fuentes de información estadística y el 14 establece la exi-
gencia de que la petición de datos se solicite siempre mediante requeri-
miento directo.El artículo 15 contempla,por un lado,el carácter voluntario
de la recogida de determinados datos de acuerdo con la Constitución y,
por otro lado, protege el derecho a la intimidad, que es uno de los prin-
cipios enumerados en el artículo 4.

El capítulo III, Del secreto estadístico, es otro de los principios enu-
merados en el artículo 4. Este capítulo consta de seis artículos (del 16 al
21). El artículo 16 define el deber de secreto estadístico y enumera los
requisitos exigidos para transferir datos protegidos por el secreto estadís-
tico entre los órganos estadísticos de las Administraciones Públicas. El res-
to de los artículos de este capítulo regulan los ámbitos material, subjeti-
vo y temporal del deber de secreto estadístico, así como algunas
excepciones y el incumplimiento de este deber.

En cuanto al capítulo IV, Protección y conservación de los datos esta-
dísticos, es otro principio rector al que se da tratamiento aparte. Los
artículos 22 y 23 regulan la conservación y custodia de la información
estadística, así como la especial protección de los datos personales.

Para finalizar con los principios enumerados en el artículo 4, el capí-
tulo V, Difusión y publicidad de las estadísticas oficiales (artículos 24 a
26), regula, en el artículo 24, la difusión por parte de la Administración
de sus estadísticas oficiales, así como el acceso de los interesados a los
resultados no publicados. En el artículo 25 dispone que los resultados de
operaciones estadísticas adquieren carácter oficial con su publicación.Y
en el 26 la posibilidad de cualquier persona de consultar los resultados
estadísticos, así como de solicitar al Instituto Asturiano de Estadística
explotaciones estadísticas específicas.

El título II, Estudios de opinión, se compone de dos artículos. El 27
regula la obtención y el suministro de información en los estudios de
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opinión y el artículo 28 establece la obligación de que los estudios de
opinión de interés del Principado de Asturias se archiven en el Registro
Público de Estudios de Opinión.

El título III, Planificación y ordenación de la actividad estadística,
consta de seis artículos (del 29 al 34) en los que se establece la elabora-
ción, por parte del Instituto Asturiano de Estadística, de un Plan Astu-
riano de Estadística con el fin de ordenar, instrumentar y sistematizar la
actividad estadística. Se recoge su contenido mínimo y su aprobación
por decreto del Consejo de Gobierno, así como su vigencia de cuatro
años. La Ley también prevé que el desarrollo del Plan se concrete
mediante programas estadísticos de vigencia anual y enumera su conte-
nido mínimo.

Por su parte, el título IV contiene la regulación del sistema estadísti-
co del Principado de Asturias. Este título se estructura, a su vez, en cin-
co capítulos. El primero, Disposiciones generales, contempla que el sis-
tema estadístico del Principado de Asturias se integre por el Instituto
Asturiano de Estadística, las unidades estadísticas especializadas de las
consejerías y del sector público y por el Consejo de Estadística del Prin-
cipado de Asturias. Los capítulos siguientes contienen la regulación de
cada uno de estos órganos y entes.

En cuanto al Instituto Asturiano de Estadística, su regulación se con-
templa en el capítulo II, que consta de catorce artículos (del 36 al 49).
Se configura como un organismo autónomo y se enumeran sus fines,
sus funciones, su régimen jurídico, los órganos que lo componen, así
como las funciones de cada uno de ellos. El Consejo Rector es el
máximo órgano de coordinación y control del Instituto. El presidente,
que también lo es del Consejo Rector, será el titular de la Consejería
competente en materia de economía. El vicepresidente será el titular de
la Dirección General en materia de economía.Y el director del Insti-
tuto será nombrado por el Consejo de Gobierno, debiendo tener for-
mación y experiencia en materia estadística.También en este capítulo
se regula el régimen económico y presupuestario del Instituto, se esta-
blece una tasa por servicios y se contempla su régimen patrimonial y
de personal.

anteproyecto de ley del principado de asturias de estadística
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En el capítulo III, Otras unidades estadísticas, se dispone que las con-
sejerías y los organismos y entes públicos del sector público autonómico
puedan disponer de órganos estadísticos propios. Se enumeran los requi-
sitos para su constitución, así como sus funciones.

La regulación del Consejo de Estadística del Principado de Asturias
se contempla en el capítulo IV, artículos 53 al 55, donde se dispone su
creación como órgano consultivo y de participación, sus funciones y
su composición y organización, dejándose a un desarrollo reglamenta-
rio posterior la organización, composición y funcionamiento del
Consejo.

Los artículos 56 y 57 del capítulo V, Colaboración con las corpora-
ciones locales, permite a las Entidades Locales participar en la ejecución
y difusión de las estadísticas públicas de interés para la Comunidad Autó-
noma, así como solicitar la cooperación del Principado de Asturias para
la elaboración de estadísticas de su interés.

En el último título de la Ley, título V, se regula el procedimiento san-
cionador. Consta de dos capítulos con cuatro artículos cada uno. En el
capítulo I, Disposiciones comunes, se definen la infracción administrati-
va en materia estadística y los sujetos responsables. Se establece el órga-
no con potestad sancionadora, los principios sancionadores y el procedi-
miento del expediente sancionador.

El capítulo II, Infracciones y sanciones, distingue entre dos tipos de
infracciones, aquellas cometidas por personas ajenas al sistema estadístico
del Principado de Asturias y las infracciones cometidas por el personal al
servicio del sistema estadístico del Principado de Asturias y los colabora-
dores en la realización de operaciones estadísticas. En cada uno de los
tipos de infracción, la Ley distingue, a su vez, entre infracciones leves, gra-
ves y muy graves.También se tipifican las sanciones, así como otro tipo
de responsabilidades en que se puedan incurrir.

Además del articulado, la Ley consta de una disposición adicional, en
la que se dispone la constitución efectiva del Instituto Asturiano de Esta-
dística por Acuerdo del Consejo de Gobierno y regula la financiación de
su actividad durante el primer año.
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La disposición derogatoria dispone la derogación del artículo 6 de la
Ley 7/1997, de 31 de diciembre, así como cuantas disposiciones se opon-
gan a lo establecido en la Ley.

Para finalizar, la disposición final autoriza al Consejo de Gobierno
para dictar las normas necesarias para la aplicación y el desarrollo de la
Ley.

anteproyecto de ley del principado de asturias de estadística
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iii. consideraciones generales

primera
El ces estima necesario recordar, una vez más, que para la emisión del

correspondiente dictamen sobre el texto normativo remitido, la Conse-
jería de Economía y Administración Pública debería haber dado traslado
de toda la documentación que hubiera servido de base para la elabora-
ción del anteproyecto de ley y no limitarse únicamente a su texto arti-
culado. Esta carencia de información supone una restricción adicional al
análisis que puede ir en detrimento del resultado del dictamen.Asimis-
mo, supone un claro incumplimiento del artículo 32.2 de la Ley 2/1995,
de 13 de marzo, sobre régimen jurídico de la Administración del Princi-
pado de Asturias, que contempla la documentación que ha de incorpo-
rarse en el procedimiento de elaboración de disposiciones administrati-
vas de carácter general y anteproyectos de ley.

segunda
El ces valora la importancia de la actividad estadística para el mejor

conocimiento de la realidad y como instrumento para la toma de deci-
siones; por ello resalta la necesidad de objetividad e independencia en la
elaboración de las estadísticas y de que el Instituto Asturiano de Estadís-
tica cuente con una dotación humana y presupuestaria suficiente para su
buen funcionamiento.
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tercera
En el párrafo sexto del preámbulo se hace una referencia a la conve-

niencia de ampliar el marco conceptual y normativo de las estadísticas
públicas a los estudios de opinión pública, considerándose aconsejable
aprovechar las capacidades técnicas, la metodología y la organización pro-
pias de la actividad estadísticas. El ces considera que este enfoque de
englobar la producción estadística y los estudios de opinión en un mis-
mo organismo va en contra de las recomendaciones incluidas en el
Manual de organización estadística de las Naciones Unidas de 2004 y en
el reciente informe sobre La organización de la estadística pública en
España realizado por un grupo de expertos.A este respecto, cabe seña-
lar que dentro del panorama estadístico español, solamente en el caso de
una comunidad autónoma coinciden en un mismo organismo la pro-
ducción de estadísticas públicas y los estudios de opinión pública. Por
tanto, el ces solicita la eliminación de este párrafo del preámbulo.

Por otra parte, el ces estima conveniente que en el preámbulo debe-
ría figurar una referencia a los principios inspiradores del sistema estadís-
tico asturiano.A este respecto, se deberían tener en cuenta los principios
incluidos en el Código de buenas practicas en las estadísticas europeas adop-
tado por el Comité del Programa Estadístico del 24 de febrero de 2005
en el que se señala expresamente que los factores institucionales y orga-
nizativos ejercen una influencia significativa en la eficacia y la credibilidad
de una autoridad estadística que elabore y difunda estadísticas. Las cues-
tiones relevantes en este ámbito son la independencia profesional, el man-
dato relativo a la recogida de datos, la idoneidad de los recursos, el com-
promiso con la calidad,el secreto estadístico,la imparcialidad y la objetividad.

En relación con la independencia profesional, el principio 1 del cita-
do Código señala que la independencia profesional de las autoridades
estadísticas respecto a otros departamentos u órganos reguladores, admi-
nistrativos o con competencias en la formulación de políticas, así como
de los operadores del sector privado, garantiza la credibilidad de las esta-
dísticas. En concreto, se establece como indicador que la independencia
de la autoridad estadística respecto a las injerencias externas políticas o
de otra índole en la producción y la difusión de estadísticas oficiales se
debe estipular en la legislación sobre la materia.
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iv. consideraciones al texto articulado

primera
En el artículo 2, epígrafe 1.c), al definir la actividad estadística públi-

ca de interés para el Principado de Asturias, se deberían ampliar los fines
de esta actividad estadística más allá “de orientar la toma decisiones de
los poderes públicos y de las distintas instituciones económicas y socia-
les”, pues la estadística debe considerarse como un bien público de fácil
acceso para el conjunto de los ciudadanos. Por ello, el ces propone aña-
dir al texto del anteproyecto de ley otro fin u objetivo de la actividad
estadística pública de interés para el Principado de Asturias: el de facili-
tar información estadística de calidad al conjunto de los ciudadanos.

segunda
En coherencia con lo dicho anteriormente en relación con los estu-

dios de opinión, el ces propone eliminar el párrafo tercero del artículo
2, que define las estadísticas de opinión de interés del Principado de
Asturias.

tercera
Respecto al artículo 7, que regula el principio de proporcionalidad,

el ces propone añadir:“…, evitando que aquella resulte excesiva para los
informantes. El Instituto Asturiano de Estadística deberá llevar a cabo un
seguimiento de la carga de respuesta y establecer objetivos para su reduc-
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ción en el tiempo, atendiendo a indicadores técnicos generalmente acep-
tados”, de acuerdo con el principio 9 del Código de buenas prácticas en
las estadísticas europeas.

cuarta
Por otro lado, el apartado 1 del artículo 10 dispone:“Tendrá carácter

obligatorio el suministro de la información necesaria para la elaboración
de las estadísticas cuando así haya sido establecido, de forma expresa en el
Plan Asturiano de Estadística,en los Programas Anuales o en la disposición
normativa que ampara su realización”. Sin embargo, la Ley 12/1989, de la
función estadística pública,en su artículo 7, señala:“se establecerán por Ley
las estadísticas para cuya elaboración se exijan datos con carácter obligato-
rio”. Por tanto, el anteproyecto de ley desregulariza la obtención de datos
de forma obligatoria, dejando en manos de la administración cuestiones
que, a juicio de este órgano consultivo, deberían de regularse legalmente.
En consecuencia, el ces propone que esta materia se regule por ley.

quinta
El apartado 2 del artículo 18 dispone:“Tampoco quedarán amparados

por el secreto estadístico los ficheros o directorios que sólo contengan
relaciones de personas jurídicas, establecimientos, empresas, explotaciones
u organismos de cualquier clase, en cuanto aludan a su denominación,
emplazamiento, actividad, producto o servicio, al intervalo de tamaño al
que pertenezcan o cualesquiera otras características generales”. El ante-
proyecto de ley del Principado de Asturias de estadística añade al artículo
16 de la Ley de la función estadística pública estatal, la expresión “o cua-
lesquiera otras características generales”. Esta novedad supone añadir una
indeterminación innecesaria en un tema tan delicado como son las
excepciones al secreto estadístico y puede producir inseguridad jurídica.

Por otro lado, el apartado 2 del artículo 16 de la Ley 12/1989 esta-
blece:“El dato sobre el intervalo de tamaño sólo podrá difundirse si la
unidad informante no manifiesta expresamente su disconformidad”. Esta
previsión que regula la Ley nacional podría contemplarse en el presente
anteproyecto de ley.

| 24

dictamen 1/2006



sexta
El artículo 24, sobre difusión estadística, hace referencia a que “el Prin-

cipado de Asturias habilitará los medios necesarios…”.Quizá fuese más opor-
tuno sustituir el término “Principado de Asturias” por el de “Instituto Astu-
riano de Estadística”,que es el órgano al que esta norma atribuye las funciones
de la estadística, entre las que debería incluirse también la difusión.

séptima
En coherencia con lo expuesto anteriormente en relación al preám-

bulo, se propone la supresión completa del Titulo II (artículos 27 y 28),
Estudios de opinión.A este respecto, el ces opina que, dada la importan-
cia que esta materia tiene, sería conveniente que, de ser necesario y al
igual que sucede a nivel estatal, existiera un organismo autónomo espe-
cífico y se procediese a su pertinente regulación.

octava
En el apartado 2 del artículo 29 se establece que “el Plan Asturiano de

Estadística será aprobado por Decreto de Consejo de Gobierno”. El ces
recomienda que el Plan sea aprobado por ley de la Junta General del Prin-
cipado, considerándose este aspecto muy relevante, pues la obligatoriedad
de contestar datos estadísticos, por parte de un ciudadano o de una em-
presa, debe ser regulada por una ley.A este respecto, sería conveniente te-
ner en cuenta que las comunidades autónomas que tienen una actividad
estadística significativa aprueban su Plan Estadístico mediante una norma
con rango de ley. Únicamente dos o tres comunidades autónomas, de las
que desarrollan una escasa actividad estadística, lo regulan por decreto.

En conclusión y teniendo en cuenta lo anterior, el ces propone una
nueva redacción del apartado 2 del artículo 29 en el sentido de que el
Plan Asturiano de Estadística sea aprobado por ley de la Junta General del
Principado de Asturias.

novena
En coherencia con la consideración anterior, que propone que el Plan

Asturiano de Estadística sea aprobado por ley, debería modificarse la

anteproyecto de ley del principado de asturias de estadística
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redacción del apartado 3 del artículo 31. En este sentido, en vez de remi-
tir el Plan Asturiano de Estadística al Consejo de Gobierno para su apro-
bación, debería remitirse para su tramitación como proyecto de ley.

décima
Teniendo en cuenta las consideraciones anteriores de este dictamen,

el ces recomienda eliminar el apartado 4 del artículo 32 en el que se
autoriza al Consejo de Gobierno a excluir o modificar operaciones esta-
dísticas que figuran en el Plan.

Por otro lado, el ces propone la inclusión de un nuevo apartado 4
en el artículo 32 en el que se disponga que el Consejo de Gobierno dé
cuenta a la Junta General del Principado de Asturias tanto de la apro-
bación del proyecto de programa anual como de la finalización del
mismo.

undécima
El apartado 3 del artículo 32 establece que “el proyecto de programa

anual será elaborado por el Instituto Asturiano de Estadística y aproba-
do por Resolución del Consejero competente en materia de econo-
mía”. En coherencia con lo propuesto en consideraciones anteriores con
respecto al Plan Estadístico, y teniendo en cuenta lo que ocurre en la
mayoría de las comunidades autónomas, el ces propone modificar este
apartado en el sentido de que el proyecto de programa que elabore
anualmente el Instituto Asturiano de Estadística se apruebe por el Con-
sejo de Gobierno a propuesta de la Consejería competente en materia
de economía.

duodécima
En el apartado 1 del artículo 33 se contempla la posibilidad excep-

cional de elaborar, por motivos de urgencia o necesidad, estadísticas no
incluidas ni en el Plan Asturiano de Estadística ni en el Programa Esta-
dístico Anual vigentes. El ces propone que, en ese caso, se establezca que
el Consejo de Gobierno dé cuenta de ello a la Junta General del Princi-
pado de Asturias.
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decimotercera
En relación con el sistema estadístico regulado en el artículo 35, el

ces recomienda que se incorpore al texto del anteproyecto de ley un
nuevo apartado 1 que contenga su definición. Se propone que el sistema
estadístico del Principado de Asturias sea aquel que esté formado por el
conjunto ordenado de las instituciones y los órganos que realizan activi-
dades estadísticas y por los procesos de relación entre los mismos que de
forma conjunta generan como resultado las estadísticas de interés del
Principado de Asturias.

En caso de incorporar esta definición del sistema estadístico, el actual
apartado 1 del artículo 35 pasaría a ser el apartado 2.

decimocuarta
Teniendo en cuenta lo que se viene proponiendo en las considera-

ciones anteriores de este dictamen, el ces considera que el artículo 42,
que regula las funciones del Consejo Rector, en su apartado a), que dis-
pone “establecer las orientaciones y proponer la aprobación del Plan
Asturiano de Estadística y de los Programas Anuales”, debería añadir los
términos siguientes:“anteproyecto” del Plan Asturiano de Estadística y
“proyectos” de los Programas Estadísticos Anuales.

decimoquinta
Teniendo en cuenta los principios establecidos en el Código de

buenas practicas en las estadísticas europeas, al que se ha hecho refe-
rencia en la consideración general segunda de este dictamen, el ces
considera que el apartado 1 del artículo 45, que hace referencia al
director del Instituto Asturiano de Estadística, debería modificarse en
el sentido de que, con el fin de garantizar su independencia profesio-
nal, sea nombrado por la Junta General del Principado de Asturias, a
propuesta del Consejo de Gobierno, para un período de cinco años,
pudiendo ser renovado siguiendo el mismo procedimiento.Asimismo,
se propone la inclusión de un apartado segundo que establezca que el
director del Instituto Asturiano de Estadística pueda ser cesado por la
Junta General del Principado de Asturias antes del fin de su manda-
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to, a propuesta del Consejo Rector, por incapacidad, incumplimien-
to de las obligaciones del cargo o cualesquiera otras faltas considera-
das graves.

De esta manera, el actual apartado segundo pasaría a ser el tercero, que
reseña las funciones que corresponden al director del Instituto.

decimosexta
En relación con el artículo 54, que regula las funciones del Consejo

de Estadística del Principado de Asturias, el ces considera que la función
de emitir informes sobre los anteproyectos de Planes Estadísticos y sobre
los proyectos de Programas anuales de Estadística, que contempla la letra
a), además de ser preceptiva, debería tener carácter vinculante ante el
Consejo Rector del Instituto.Asimismo, se propone añadir alguna fun-
ción a las enumeradas en el citado precepto, que quedaría redactado de
la siguiente manera:

“Son funciones del Consejo de Estadística del Principado de Asturias:
a) Emitir informe preceptivo y vinculante sobre los anteproyectos

de Planes Estadísticos y sobre los Proyectos de Programas Anuales de
Estadística.

b) Emitir informe preceptivo y vinculante sobre la memoria anual de
actividades del Instituto Asturiano de Estadística.

c) Emitir informe en el procedimiento de elaboración de proyectos
de disposiciones de carácter general que regulen la actividad estadística
de la Administración del Principado de Asturias.

d)) Formular propuestas, recomendaciones y sugerencias en materia
estadística.

e) Emitir informe preceptivo previo sobre los proyectos de estadísti-
ca que pretendan realizarse en la Administración del Principado de Astu-
rias y que no estén previstos en el Plan Asturiano de Estadística o en los
Programas Estadísticos Anuales.

f) Emitir informe preceptivo sobre los proyectos de creación de Uni-
dades Estadísticas en el sector público autonómico.
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g) Emitir informes sobre cualquier cuestión estadística que le solicite
cualquiera de los miembros que lo integran en los términos que se esta-
blezcan reglamentariamente.”

decimoséptima
El apartado 2 del artículo 55 dispone:“En el Consejo deberán hallar-

se representados: la Federación Asturiana de Concejos, las asociaciones
empresariales, las organizaciones sindicales y la Universidad de Oviedo”.
El ces considera que se debería precisar que las organizaciones empresa-
riales y sindicales tengan la condición de más representativas de confor-
midad con los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical,
para la representatividad institucional sindical, y la disposición adicional
6.ª del Estatuto de los Trabajadores, para la representación institucional
de los empresarios.

decimoctava
En coherencia con lo manifestado en el preámbulo, en lo que se

refiere a la importante tarea desempeñada, a lo largo de las últimas cua-
tro décadas, por la Sociedad Asturiana de Estudios Económicos e Indus-
triales en el campo de la estadística regional, el ces propone la inclusión
de un nuevo apartado cuarto en la disposición adicional única que per-
mita el aprovechamiento de la producción estadística, así como los equi-
pos humanos de esta institución que han acumulado un importante saber
hacer en el campo de la estadística asturiana. El ces recomienda que, en
esta disposición, se regule la situación del personal de la Sociedad Astu-
riana de Estudios Económicos e Industriales y propone que éste se pue-
da integrar en el Instituto Asturiano de Estadística mediante el oportu-
no decreto del Consejo de Gobierno del Principado de Asturias.

decimonovena
El ces propone añadir un nuevo apartado a la disposición final que

establezca un plazo concreto de seis meses, a contar desde la entrada en
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vigor de la presente Ley, para proceder al desarrollo reglamentario de la
ley, al nombramiento de los miembros que integran el Consejo Rector
del Instituto Asturiano de Estadística y al desarrollo reglamentario de la
organización, composición y funcionamiento del Consejo de Estadística
del Principado de Asturias.

Oviedo, 22 de febrero de 2006

v.º b.º el presidente el secretario general

Fdo.: Nicolás Álvarez Álvarez Fdo.: José Luis Gallego Riestra
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dictamen 2/2006

sobre el anteproyecto de ley de sociedades
cooperativas del principado de asturias





i. antecedentes

Con fecha 17 de marzo de 2006 tuvo entrada en este Consejo Eco-
nómico y Social escrito de la Consejería de Industria y Empleo en el
que remite el anteproyecto de ley de sociedades cooperativas del Princi-
pado de Asturias, para la emisión del preceptivo dictamen por parte de
este órgano consultivo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3.1 a)
de la Ley del Principado de Asturias 2/2001, de 27 de marzo, del Con-
sejo Económico y Social.

Con objeto de proceder a la emisión del informe en los términos
establecidos en la citada ley, se reúne la Comisión de Trabajo de Análisis
Económico y Social los días 29 de marzo, 6, 10 y 17 de abril, para anali-
zar el texto normativo remitido y acordar una propuesta de dictamen.

El día 17 de abril de 2006, la Comisión Permanente aprueba, por
unanimidad, la propuesta de dictamen emitida por la Comisión de Tra-
bajo de Análisis Económico y Social, por delegación del Pleno conferi-
da en su reunión de 6 de abril.
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ii. contenido del anteproyecto de ley

El anteproyecto de ley consta de ciento setenta y un artículos que se
estructuran en cuatro títulos que, a su vez, se dividen en capítulos y, algu-
nos de estos, también en secciones.Asimismo, el anteproyecto de ley con-
tiene una disposición adicional única, tres disposiciones transitorias y dos
disposiciones finales.

El título I, De la sociedad cooperativa en general, contiene ciento
once artículos, estructurados en once capítulos.

El capítulo I, Disposiciones generales, se compone de seis artículos y
define, en primer lugar, la sociedad cooperativa como aquélla constitui-
da por personas físicas o jurídicas que se asocian, en régimen de libre
adhesión y baja voluntaria, para la satisfacción conjunta de sus necesida-
des e intereses socioeconómicos comunes, a través del desarrollo de acti-
vidades empresariales y de la adopción de una estructura, funcionamien-
to y gestión democráticos, siempre con el propósito de mejorar la
situación económica y social de sus miembros y de su entorno comuni-
tario.Asimismo, en este capítulo se regula su ámbito de aplicación, domi-
cilio social, capital social y responsabilidad, las operaciones con terceros,
así como la constitución y el funcionamiento de secciones.

El capítulo II, De la constitución de la sociedad cooperativa, consta
de siete artículos (del 7 al 13). El artículo 7 regula la personalidad jurídi-
ca de las cooperativas. El siguiente artículo establece el número mínimo
de socios, tanto en las cooperativas de primer grado (tres socios ordina-
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rios) como en las de segundo grado (al menos dos cooperativas). Los
artículos 9 y siguientes contienen la regulación sobre las modalidades de
constitución, la sociedad cooperativa en constitución, el contenido de los
estatutos, la escritura de constitución de la cooperativa y la inscripción
de la sociedad en el registro de Cooperativas.

En el capítulo III, Registro de Cooperativas del Principado de Astu-
rias (artículos 14 a 19), se regulan las características, estructura, ámbito
competencial y funciones del Registro.Asimismo, se enumeran los libros
que se llevarán en el Registro de Sociedades Cooperativas del Principa-
do de Asturias y se determinan los actos inscribibles.

El capítulo IV, De los socios de la cooperativa, consta de diecisiete
artículos estructurados en tres secciones. En la sección primera, De la
cualidad de socio y sus clases (artículos 20 a 25), se dispone las personas
que pueden ser socios en las sociedades cooperativas, tanto de primer
como de segundo o ulterior grado, el procedimiento de admisión de
nuevos socios, así como la regulación de los distintos tipos de socios: de
trabajo, temporales, colaboradores e inactivos. La sección segunda (artícu-
los 26 a 32) enumera los derechos y obligaciones y deberes de los socios,
regulando en capítulo aparte el derecho a participar en la actividad coo-
perativizada, el derecho de información, la baja voluntaria y la obligato-
ria, así como los efectos económicos de la baja. La sección tercera, De las
normas de disciplina social (artículos 33 a 36), contiene la regulación
sobre la tipicidad y prescripción de las faltas de los socios, el procedi-
miento sancionador, la suspensión de derechos y la expulsión de los
socios.

Los treinta y cuatro artículos que componen el capítulo V, De los
órganos de la sociedad cooperativa, se estructuran en seis secciones. La
sección primera enumera los órganos de la sociedad. La sección segunda
(artículos 38 a 50) regula la Asamblea General: sus competencias, las cla-
ses de Asamblea General (ordinaria o extraordinaria), la facultad y obli-
gación de convocar, la forma y contenido de la convocatoria, el lugar de
la reunión, la constitución de la Asamblea, la constitución de los acuer-
dos, las funciones del presidente de la Asamblea, la legitimación para asis-
tir y el ejercicio del derecho de voto, el acta de la Asamblea, el acta nota-
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rial en el caso de que sea requerido y la impugnación de acuerdos de la
Asamblea General.

Por otra parte, también se prevé que en el caso de que la cooperati-
va tenga más de quinientos socios o concurran circunstancias que difi-
culten la presencia de todos los socios en la Asamblea General, los esta-
tutos pueden establecer que la Asamblea General se constituya como
Asamblea de Delegados de socios. La sección tercera, Del órgano de
administración (artículos 51 a 63), establece los modos de organizar la
administración de la sociedad, la competencia y ámbito de la represen-
tación de la sociedad, el nombramiento del administrador, la aceptación
e inscripción del nombramiento, la duración del cargo, el deber de dili-
gencia del administrador, la separación del cargo, la responsabilidad por
daños, así como la acción tanto social como individual de responsabili-
dad. Esta sección, además de la administración de la sociedad, regula el
Consejo Rector, la composición y designación de cargos, la organiza-
ción y adopción de acuerdos y su impugnación, así como la delegación
de facultades. En la sección cuarta (artículos 64 a 66) se contempla la
intervención como órgano de fiscalización de la cooperativa, sus fun-
ciones, nombramiento y responsabilidades. La sección quinta (artículos
67 a 69) contiene las disposiciones comunes al órgano de administra-
ción y al de intervención: retribuciones, incompatibilidades y conflictos
de intereses. Por último, la sección sexta prevé la posibilidad de que esta-
tutariamente se cree un Comité de Recursos para la tramitación y reso-
lución de los recursos que se interpongan contra sanciones impuestas a
los socios.

El capítulo VI, Del régimen económico, consta de quince artículos
estructurados en dos secciones. La sección primera, De las aportaciones
sociales (artículos 71 a 80), dispone que el capital social se constituye de
las aportaciones obligatorias y voluntarias de los socios; se regulan estas
aportaciones, su remuneración, actualización, reembolso y transmisión.
Asimismo, contempla la posibilidad de establecer estatutariamente cuo-
tas de ingreso o periódicas que no formarán parte del capital social ni
serán reembolsables, las participaciones especiales y otras formas de finan-
ciación. Por su parte, la sección segunda (artículos 81 a 85) contempla
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tanto el ejercicio económico (determinación de resultados, distribución
de excedentes, imputación de pérdidas) como los fondos obligatorios:
Fondo de reserva obligatorio y Fondo de educación y promoción
cooperativa.

El capítulo VII, De la documentación social y contabilidad, com-
prende los artículos 86 a 88, en los que se detallan los libros que deben
llevar las cooperativas, la contabilidad y cuentas anuales, así como la audi-
toria de cuentas.

El capítulo VIII (artículos 89 y 90) prevé la regulación de la modifi-
cación de los estatutos sociales, refiriéndose tanto a la modificación de
los estatutos como al cambio de domicilio social.

El capítulo IX, De la fusión, escisión y transformación, consta de nue-
ve artículos estructurados en tres secciones. La primera (artículos 91 a 97)
regula la fusión de las sociedades cooperativas: las clases y efectos de la
fusión, la preparación de la fusión, el proyecto de fusión y el derecho de
información del socio, así como el derecho de separación, el derecho de
oposición de los acreedores y la inscripción de la fusión. La sección
segunda contempla, en el artículo 98, la posibilidad de escisión de las
cooperativas y, la sección tercera (artículo 99), la de transformarse en
sociedades civiles o mercantiles.

El capítulo X contiene nueve artículos (100 a 108) y contempla la
disolución y liquidación de las sociedades de cooperativas: las causas de
disolución, el proceso de disolución y responsabilidades, así como la
liquidación y el nombramiento de liquidadores, sus funciones, responsa-
bilidades y el balance final de la liquidación.También se regula la adjudi-
cación del haber social y la escritura pública de extinción de la coopera-
tiva, así como el activo y pasivo que pueda sobrevenir.

El capítulo XI (artículos 109 a 111) contiene la regulación de las coo-
perativas de segundo o ulterior grado, de los grupos cooperativos, así
como de otras formas de colaboración económica.

Por lo que se refiere al título II, De las clases de cooperativas, los cua-
renta y tres artículos que lo componen se estructuran en doce capítulos.
Por su parte, el artículo 112 enumera las clases de sociedades cooperati-
vas asturianas, cuya regulación se detallará en los siguientes capítulos.
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El capítulo I, De las cooperativas de trabajo asociado, comprende los
artículos 113 a 123, en los que se contempla el objeto de este tipo de
cooperativas, los socios a prueba y los socios temporales, el estatuto pro-
fesional, la disciplina de la prestación de trabajo, la prevención de riesgos
laborales, la suspensión de la relación de trabajo, la excedencia volunta-
ria, las causas de baja obligatoria, la sucesión de empresas y los trabajado-
res asalariados de la cooperativa.

El capítulo II (artículo 124) define y regula las sociedades cooperati-
vas de consumidores y usuarios.

El capítulo III, De las cooperativas de viviendas, contiene seis
artículos que disponen la regulación del objeto y ámbito de las coope-
rativas de viviendas, disposiciones específicas sobre los socios, la cons-
trucción por fases o promociones, el contenido de los estatutos de este
tipo de cooperativas en relación con las medidas de participación,
información y control por parte de los socios. Asimismo, se prevé la
posibilidad de que los estatutos regulen los derechos de tanteo y retrac-
to de la cooperativa, así como de que existan socios no adscritos a una
promoción.

Los tres artículos que componen el capítulo IV contienen la regula-
ción de las cooperativas agrarias: su objetivo y ámbito, las normas sobre
actividades cooperativizadas y el derecho al voto, así como las operacio-
nes con terceros.

En el capítulo V, De las cooperativas de explotación comunitaria de la
tierra (artículos 134 a 137), se contempla el objeto y ámbito de este tipo
de cooperativas, el régimen de los socios, la cesión del uso y aprovecha-
miento de bienes, así como el régimen económico.

Los artículos 138 y 139, que forman el capítulo VI, establecen el
objeto y régimen jurídico de las cooperativas agropecuarias de trabajo
asociado.

En el capítulo VII (artículo 140) se regulan las cooperativas de servi-
cios, en el capítulo VIII (artículo 141) las cooperativas del mar, en el capí-
tulo IX (artículos 142 y 143) las cooperativas de transportistas, en el capí-
tulo X (artículo 144) las cooperativas de seguros y de crédito, en el XI
(artículos 145 y 146) las cooperativas sanitarias, en el XII (artículos 147
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a 149) las cooperativas de enseñanza. En los dos siguientes capítulos se
contempla la regulación de las cooperativas sin ánimo de lucro y de las
cooperativas integrales y mixtas; este último capítulo se estructura, a su
vez, en dos secciones.

El titulo III (artículos 155 a 158) regula el asociacionismo cooperati-
vo: la libertad de asociación, la unión de cooperativas, las federaciones y
confederaciones y las normas comunes a todas ellas.

En cuanto al último título del anteproyecto de ley, De la acción de la
Administración Autonómica, comprende trece artículos estructurados en
tres capítulos.

El capítulo I (artículos 160 a 163) dispone la regulación de la pro-
moción del cooperativismo: principios generales, medidas de fomento y
participación, creación de cooperativas de servicios públicos y formación
cooperativa.

En el capítulo II (artículos 164 y 165) se regula el Consejo Asturiano
de la Economía Social: su concepto y naturaleza, posponiendo la regula-
ción de sus funciones, composición y funcionamiento.

Por último, el capítulo III, Función inspectora y descalificación de
cooperativas, se compone de seis artículos, en los que se establece que
corresponde a la consejería competente en materia de economía social
la función inspectora, que ejercerá a través de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social. Asimismo, este capítulo dispone quiénes son sujetos
responsables, las infracciones, las sanciones y el procedimiento sanciona-
dor, la prescripción de las infracciones, así como las causas de descalifica-
ción de las cooperativas.

Por lo que se refiere a la disposición adicional única, prevé que el
Consejo de Gobierno promoverá la suscripción de un convenio con la
Administración del Estado para que las cooperativas puedan legalizar los
libros y depositar sus cuentas anuales en un solo registro.

El anteproyecto de ley contiene tres disposiciones transitorias. La pri-
mera, sobre los expedientes en materia de cooperativas iniciados con
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley. La segunda, sobre
la adaptación de las sociedades cooperativas a las previsiones de la Ley y,
la disposición transitoria tercera, sobre el Registro de Cooperativas.
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En cuanto a las disposiciones finales, en la primera se fijan dos años
como plazo para desarrollar el régimen de organización y funciona-
miento del Registro de Cooperativas del Principado de Asturias.Y, en la
segunda, se declara legislación supletoria la legislación de cooperativas del
Estado.
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iii. consideraciones generales

primera
El anteproyecto de ley de sociedades cooperativas del Principado de

Asturias viene a regular un sector de la economía asturiana hasta la fecha
regulado por una norma estatal: Ley 27/1999, de cooperativas. Dicho
anteproyecto pretende dar cobertura a las necesidades y exigencias que
este tipo de sociedades han venido demandando en los últimos tiempos,
de forma que les permita competir en un modelo económico cada vez
más global.

En este contexto, el ces valora positivamente este anteproyecto de ley
en el sentido de que puede fomentar y potenciar el desarrollo y conso-
lidación de estas sociedades.

segunda
La Ley define correctamente las cooperativas de trabajo asociado

como fórmula de autoempleo colectivo, consistente en la agrupación de
personas físicas, donde la actividad cooperativizada es realizada por los
socios trabajadores y los trabajadores de la cooperativa, tal como se refle-
ja en el artículo 113 del anteproyecto.

Fruto de este principio general, el artículo 123 establece un límite, en
cómputo anual, a las horas realizadas por los trabajadores asalariados, que
no podrá ser superior al 30 por ciento del total de horas realizadas por
los socios trabajadores.
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El ces considera que esta enumeración de excepciones al límite del
30 por ciento que se efectúa a nivel legal, es un ejemplo que nos actua-
liza una valoración que tradicionalmente ha efectuado: la necesidad de
dotarse de leyes simples que acojan principios esenciales, dejando para el
desarrollo reglamentario cuestiones que la realidad cambiante puede exi-
gir modificar, sin sujetarse al procedimiento de modificación legislativa.
En la Ley debería simplemente garantizar, sin perjuicio del respeto que
debe de tenerse a las normas de competencia estatal, la armonización del
crecimiento en el empleo a través de la actividad cooperativizada con el
adecuado respeto al principio del trabajo asociado, en cuya virtud el pro-
tagonismo cuantitativo del trabajo desempeñado por estas cooperativas
ha de ser efectuado por los socios trabajadores.

tercera
La Ley define adecuadamente las cooperativas de viviendas bajo tres

rasgos característicos: a) procurar viviendas a precio de coste, b) exclusi-
vamente para sus socios y c) al objeto de satisfacer necesidades de aloja-
miento a personas físicas. El ces considera que dichos principios son fun-
damentales para el correcto desarrollo de la norma y deben ser objeto de
una especial protección.

A efectos de garantizar el objetivo de procurar viviendas a precio de
coste, el ces considera positivo el sistema previsto de auditorias deposi-
tadas en el Registro de Sociedades Cooperativas que contiene el ante-
proyecto de ley.

Por lo que se refiere al objetivo de que su destino sea exclusivo para
los socios, éste tiene una excepción en el artículo 125, al preverse que
“excepcionalmente, en el caso de que quedara alguna vivienda sin adju-
dicar, podrá ser adjudicada a una tercera persona no socia siempre que
cumpla las condiciones objetivas que fijen los estatutos sociales”. En rela-
ción a esta previsión de excepcionalidad, el anteproyecto de ley debería
establecer un porcentaje máximo en aras a conseguir una mayor seguri-
dad jurídica.

En cuanto al objetivo de satisfacer necesidades de alojamiento, el
ces considera que el anteproyecto de ley debería regular este principio
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en el caso de que hubiese algún tipo, directo o indirecto, de ayudas
públicas.

En el caso de viviendas promovidas sujetas a algún régimen de pro-
tección oficial, el anteproyecto de ley debería garantizar el cumplimien-
to de la legislación vigente, concretamente en los casos de cesión o ven-
ta ante funcionario público.

cuarta
Además de las funciones asignadas en la legislación vigente a la Ins-

pección de Trabajo y Seguridad Social en esta materia, el ces entiende
que el anteproyecto de ley debería contener una referencia a los proce-
dimientos ordinarios y estandarizados de inspección y control por parte
de la Consejería competente, sin perjuicio de su posterior desarrollo
reglamentario.

anteproyecto de ley de sociedades cooperativas
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iv. consideraciones al texto articulado

primera
En el artículo 140 existe un error al final del párrafo segundo. Cuan-

do dice “conforme a lo establecido en otra de las secciones de este capí-
tulo” debe referirse al “resto de capítulos de este título”.

segunda
En relación con la numeración de los dos últimos capítulos que com-

ponen el título II, De las clases de cooperativas, existe un error que sería
conveniente subsanar. El capítulo XIV del anteproyecto de ley, De las
sociedades sin ánimo de lucro, debería numerarse como XIII.Y, el capí-
tulo XII, De las cooperativas integrales y mixtas, debería ser el XIV.

tercera
El ces considera que sería conveniente homogeneizar todas las refe-

rencias que se hacen en el anteproyecto de ley al Registro de Sociedades
Cooperativas del Principado de Asturias, pues a lo largo del texto nor-
mativo hace referencia unas veces al Registro de Cooperativas, como
sucede en el propio título del capítulo III del título I y en la disposición
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transitoria tercera y otras veces al Registro de Sociedades Cooperativas
del Principado de Asturias, como sucede en el apartado primero del
artículo 14.

Oviedo, 17 de abril de 2006

v.º b.º el presidente el secretario general

Fdo.: Nicolás Álvarez Álvarez Fdo.: José Luis Gallego Riestra
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dictamen 3/2006

sobre el proyecto de decreto por el que se aprueba el
reglamento de ordenación del territorio y urbanismo

del principado de asturias





i. antecedentes

Con fecha 12 de julio de 2006 tuvo entrada en este Consejo Econó-
mico y Social escrito de la Consejería de Medio Ambiente, Ordenación
del Territorio e Infraestructuras en el que remite el proyecto de decreto
por el que se aprueba el Reglamento de ordenación del territorio y
urbanismo del Principado de Asturias, para la emisión del preceptivo dic-
tamen por parte de este órgano consultivo, de acuerdo con lo dispuesto
en el artículo 3.1 a) de la Ley del Principado de Asturias 2/2001, de 27
de marzo, del Consejo Económico y Social.

Con objeto de analizar el texto normativo remitido y acordar una
propuesta de dictamen en los términos establecidos en la citada ley, se
reúne la Comisión de Trabajo de Análisis Económico y Social los días 20
de julio y 8 de agosto.

El día 10 de agosto de 2006, la Comisión Permanente aprueba, por
mayoría, la propuesta de dictamen emitida por la Comisión de Trabajo
de Análisis Económico y Social, que fue ratificada por el Pleno el 30 de
noviembre.

51 |





ii. contenido del proyecto de decreto

El proyecto de decreto consta de un preámbulo, un artículo único,
cuatro disposiciones adicionales, siete disposiciones transitorias, una dis-
posición derogatoria y tres disposiciones finales.

En el preámbulo, el proyecto de decreto justifica la necesidad del
Reglamento y enuncia su estructura.

El artículo único del proyecto de decreto recoge el objeto del mismo
que es aprobar el Reglamento de ordenación del territorio y urbanismo
del Principado de Asturias para el desarrollo y aplicación del texto refun-
dido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del
territorio y urbanismo, aprobado por Decreto Legislativo 1/2004, de 22
de abril.

Las disposiciones adicionales son cuatro: normativa territorial y urba-
nística, constitución de los patrimonios públicos de suelo, fomento de la
información territorial y urbanística a través de Internet y Red General
del Principado de Asturias.

Las disposiciones transitorias son siete: aplicación del Reglamento al
planeamiento urbanístico en vigor, aplicación del Reglamento al planea-
miento urbanístico y territorial en tramitación, actuaciones urbanísticas
sistemáticas en ejecución, edificación y rehabilitación forzosa, catálogos
urbanísticos, Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del
Principado de Asturias y Jurado de Expropiaciones del Principado de
Asturias.
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La disposición derogatoria enumera la normativa que se deroga.Y,
para finalizar, las tres disposiciones finales regulan: la primera, la norma-
tiva del Estado que deja de ser aplicable en el Principado de Asturias y la
que sigue siendo aplicable; la segunda, el desarrollo normativo del Regla-
mento y, la tercera, la entrada en vigor del mismo a los tres meses de su
publicación, salvo las disposiciones relativas a la organización y funcio-
namiento de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del
Principado de Asturias y del Jurado de Expropiaciones del Principado de
Asturias, que serán aplicables al día siguiente de su publicación.

Entrando en el análisis del contenido del Reglamento de ordenación
del territorio y urbanismo del Principado de Asturias, objeto del pro-
yecto de decreto que se somete a dictamen, éste se compone de 677
artículos estructurados en diez títulos, además del título preliminar que
desarrolla el alcance, principios generales, fines y facultades de la ordena-
ción territorial y de la actividad urbanística.

El título I, Organización y relaciones interadministrativas, contiene
tres capítulos: Distribución de competencias, Organización administrati-
va y Relaciones interadministrativas. El capítulo II se divide, a su vez, en
tres secciones: Órganos urbanísticos y de ordenación del territorio,
Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de
Asturias y Jurado de Expropiaciones del Principado de Asturias, regulán-
dose su organización y funcionamiento.

El título II, Información urbanística y territorial, se compone de tres
capítulos: Información y participación ciudadana, Registro de planea-
miento y gestión urbanística del Principado de Asturias y Cédula y cer-
tificados urbanísticos. El capítulo II se divide, a su vez, en cuatro seccio-
nes: Disposiciones generales, Organización, Procedimiento de inscripción
y Régimen jurídico.

El título III, Del planeamiento territorial y urbanístico, contiene quin-
ce capítulos: Disposiciones generales; Directrices de ordenación territo-
rial; Planes territoriales especiales; Catálogo de núcleos rurales del Princi-
pado de Asturias; Instrumentos complementarios de la ordenación
territorial; Formación y aprobación de los instrumentos de la ordenación
territorial.Vigencia, revisión y modificación; Planes generales de ordena-
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ción; Planeamiento de desarrollo; Otros instrumentos de la ordenación
urbanística; Ordenación de las áreas sujetas a actuaciones urbanísticas con-
certadas; Ordenación especial de áreas con destino a viviendas protegidas;
Formación y aprobación de los instrumentos de la ordenación urbanísti-
ca;Vigencia, revisión y modificación de los instrumentos de ordenación
urbanística; Efectos de la aprobación de los instrumentos de ordenación
urbanística y Determinaciones sustantivas de directa aplicación.

Los cinco capítulos que contiene el título IV, Régimen urbanístico
del suelo, regulan: Clasificación del suelo, Régimen del suelo urbano,
Régimen del suelo no urbanizable, Régimen del suelo urbanizable y
Disposiciones comunes.

El título V, Gestión urbanística, comprende once capítulos: Disposi-
ciones generales,Actuación mediante polígonos o unidades de actuación,
Sistema de actuación en suelo urbanizable prioritario, Sistemas de actua-
ción en suelo urbanizable no prioritario y en suelo urbano no consoli-
dado, Parcelación y reparcelación urbanística,Actuaciones asistemáticas,
Expropiación por razones urbanísticas, Obtención de terrenos dotacio-
nales, Edificación de los solares para la construcción de vivienda y reha-
bilitación de los edificios y Convenios urbanísticos.

El título VI, Intervención pública en el mercado del suelo, contiene
dos capítulos: Patrimonios públicos de suelo y Otros instrumentos de
intervención en el mercado del suelo.

Los tres capítulos del título VII, Intervención de la edificación y el uso
del suelo y del subsuelo regulan: Licencias urbanísticas, Órdenes de eje-
cución y Situación legal de ruina.

En el título VIII, Protección y defensa de la legalidad urbanística y
restauración de la realidad física alterada, los tres capítulos que lo com-
ponen regulan: Obras sin licencia u orden de ejecución o sin ajustarse a
sus determinaciones, Suspensión de efectos y revisión de las licencias y
Restauración de la realidad física alterada.

El título IX, Régimen sancionador, se compone de cuatro capítulos:
Disposiciones generales, Infracciones urbanísticas, Sanciones y Procedi-
miento sancionador.

Y, por último, el título X titulado Inspección urbanística.

reglamento de ordenación del territorio y urbanismo
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iii. consideraciones generales

primera
El ces considera que la propia extensión del proyecto remitido: 677

artículos y 440 páginas, camina en la dirección contraria a las recomen-
daciones en materia de mejorar el marco regulador incluidas en la
Comunicación al Consejo Europeo de Primavera titulada Trabajando
juntos por el crecimiento y el empleo. Relanzamiento de la Estrategia de
Lisboa, Bruselas, 2.2.2005, COM(2005)24, que, posteriormente, fueron
aprobadas como conclusiones de la Presidencia en el Consejo Europeo
celebrado en Bruselas los días 22 y 23 de marzo de 2005.

En particular, en la conclusión número 24 el Consejo Europeo invi-
ta a la Comisión a que trabaje conjuntamente con el Consejo de Minis-
tros a fin de realizar avances rápidos en el marco de la simplificación y
mejora del marco jurídico. En este mismo sentido, la Comunicación cita-
da anteriormente recordaba que “un nuevo enfoque en materia de regu-
lación debe procurar eliminar las cargas y reducir los trámites adminis-
trativos inútiles para lograr los objetivos políticos fundamentales. Una
mejora de la regulación tiene que constituir un principio fundamental
de los procesos de toma de decisiones a todos los niveles de la Unión
Europea”. Ello, por tanto, implica la aprobación de medidas, sobre todo,
de simplificación, una legislación bien formulada y esfuerzos para redu-
cir las cargas administrativas.
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Sin perjuicio de lo anterior, el ces valora positivamente la regulación
sistemática de toda la materia urbanística en una sola norma reglamen-
taria, evitando la dispersión normativa que dificultaba enormemente el
conocimiento real de la norma a aplicar en cada momento, en especial la
especificación de la normativa derogada o inaplicable contenida en la dis-
posición derogatoria y disposición final primera en cuanto a normativa
autonómica y estatal, respectivamente.

segunda
En términos genéricos se entiende que el texto del Reglamento es

excesivamente prolijo en todo lo relacionado con objeto, fines, conteni-
do de los distintos instrumentos de ordenación y planeamiento, etc., lo
cual puede ser contraproducente, en la medida que puede hacer que los
planes generales de ordenación y demás documentos de planeamiento de
desarrollo sean excesivamente vulnerables ante impugnaciones que se
fundamenten en aspectos totalmente superfluos y, aun así, objeto de
regulación expresa. Por consiguiente, debería reducirse el nivel de deta-
lle o, al menos, distinguirse entre cuestiones obligatorias y, por tanto, sus-
ceptibles de generar la nulidad de un plan y otras cuestiones menores,
que pueden aparecer a nivel de objetivo o recomendación, pero no son
hábiles para producir esa nulidad.

Hay que destacar que la gran mayoría de las consideraciones recogi-
das en el presente dictamen tienen por objeto contribuir a una mayor
simplicidad y agilidad de los procesos de planeamiento y gestión de sue-
lo, así como contener las cada vez mayores obligaciones impuestas a los
propietarios del suelo por entender que tales cuestiones constituyen uno
de los principales motivos del encarecimiento del precio del suelo y con
él, del de la vivienda. Igualmente, se busca la simplicidad técnica del tex-
to normativo, a efectos de facilitar su comprensión y aplicación, todo ello
en aras de la seguridad jurídica.Y, finalmente, se pretende reforzar todos
los procedimientos tendentes a evitar la retención especulativa del suelo,
así como potenciar todas aquellas cuestiones que coadyuven a la puesta
en el mercado de la mayor cantidad posible de suelo urbanizado.
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tercera
A pesar de lo extensa y prolija, la regulación incluida en este proyec-

to de decreto no toma como referencia el contenido del articulo 6 del
Estatuto de Autonomía de Asturias que señala:“1. El Principado de Astu-
rias se organiza territorialmente en municipios, que recibirán la deno-
minación tradicional de Concejos, y en Comarcas. 2. Se reconocerá per-
sonalidad jurídica a la parroquia rural como forma tradicional de
convivencia y asentamiento de la población asturiana. 3. Podrán crearse
Áreas Metropolitanas”.

A este respecto, en todo el texto se obvia cualquier referencia al tér-
mino comarca y se ignora la figura de la parroquia rural.

Por el contrario, el proyecto de norma en su artículo 174, apartado 4,
establece que “el Plan General de Ordenación tendrá que identificar
aquellos ámbitos del suelo no urbanizable que conforman sistemas tradi-
cionales asturianos de asentamiento de la población y que deberán
englobarse en alguna de las siguientes categorías: a) núcleos rurales, b)
otras áreas de poblamiento tradicional del territorio asturiano, dentro de
la categoría de suelo no urbanizable de interés y c) los conjuntos que
constituyen quintanas tradicionales asturianas”. Como se puede apreciar
no se cita a la parroquia como unidad territorial tradicional de asenta-
miento de la población rural asturiana, tal como se establece en el apar-
tado 2 del articulo 6 del Estatuto de Autonomía de Asturias.Asimismo,
tampoco se define el término tradicional de aldea y se prefiere el más
genérico de núcleo rural.

Al margen de las fuertes restricciones que se establecen para el desa-
rrollo y crecimiento de los núcleos rurales y quintanas —en el apartado
3 del articulo 178 se establece el requisito de vinculación a la actividad
agraria para poder edificar—, se ignora las diferentes problemáticas que
tienen los diferentes núcleos rurales en cuanto densidad de población,
grado de envejecimiento, distancia a núcleos urbanos, dotaciones de ser-
vicios públicos e infraestructuras, etc. En este sentido, una vez más no se
tiene en cuenta que el 90 por ciento de la superficie asturiana está decla-
rada por Directivas comunitarias como zona de montaña.

reglamento de ordenación del territorio y urbanismo
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Asimismo, este proyecto de Reglamento de ordenación del territorio
y urbanismo ignora el mandato constitucional de que se debe dispensar
un tratamiento especial a las zonas de montaña: apartado 2 del artículo
130 de la Constitución española.

cuarta
En relación con el espacio rural, tanto la Ley como el Reglamento

ignoran dos elementos importantes para la ordenación del territorio. El
primero se refiere a la actual regulación de la concentración parcelaria,
que sigue unos criterios que poco o nada tienen que ver con los dife-
rentes planes y normas urbanísticas. Por tanto, esta norma sería un ins-
trumento adecuado para coordinar las actuaciones sectoriales de planifi-
cación de usos del suelo agrario y los criterios de ordenación del
territorio.

El segundo elemento que no aborda el proyecto objeto de dictamen
es el de los denominados genéricamente montes comunales. Frente al
mandato de realizar un catalogo de núcleos rurales, previsto en la norma,
nada se dice sobre la necesidad de catalogar e inventariar los montes
comunales, que según el último Censo Agrario representan un tercio de
la superficie regional y que en algunos concejos llegan a suponer más de
la mitad del suelo municipal. Parece, pues, bastante extraño que una nor-
ma que pretende regular la ordenación del territorio ignore todo lo refe-
rente a los montes comunales y su compleja problemática.

Finalmente, cabe señalar que el proyecto de norma que se viene
comentado adolece de un principio bastante asentado en los principios
de la política regional: la necesaria integración entre la planificación físi-
ca y la programación económica.Algunos ejemplos de esta insuficiencia
se han señalado en los comentarios anteriores.

quinta
El ces considera destacable el establecimiento de plazos para la publi-

cación de la relación de bienes integrantes de patrimonios públicos de
suelo, dando transparencia a la intervención pública en el mercado del
suelo.
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sexta
Asimismo, se concreta el porcentaje de reserva de suelo para equipa-

mientos en suelo urbanizable sectorizado, así como la obligación de que
el 50 por ciento de dicha reserva sea destinada a equipamientos públicos,
lo que permite un desarrollo coherente garantizando un crecimiento sos-
tenible de las ciudades y el acceso a todos los ciudadanos a los equipa-
mientos públicos.

séptima
También se valora de manera positiva la regulación de un procedi-

miento específico para la ordenación especial de áreas con destino a
vivienda protegidas, permitiendo incluso a los particulares acogerse a este
procedimiento aun cuando suponga la modificación del Plan General de
Ordenación, facilitando así la promoción de vivienda protegida median-
te un procedimiento ágil.

octava
El ces destaca la aclaración de la previsión legal de obligación de

reserva de un 30 por ciento de suelo destinado a uso residencial en sec-
tores de urbanización prioritaria para la construcción de viviendas suje-
tas a algún régimen de protección.

novena
Asimismo, se aclara el procedimiento de desarrollo y ejecución de los

programas de edificación y rehabilitación forzosa, tanto en el caso de
actuación directa de la administración o a través de una sociedad urba-
nística como en el caso de actuación mediante la colaboración de un
particular en condiciones de agente edificador y rehabilitador.

décima
Por otro lado, el proyecto de decreto contiene diversas imprecisiones

en la redacción de algunos artículos como por ejemplo: el apartado 1.d)
del artículo 171, que regula las circunstancias de necesaria revisión del
Plan General de Ordenación, cuando se refiere a los “cambios significa-
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tivos en la clasificación del suelo inicialmente adoptada”, se debería fijar
cuantitativamente la importancia de estos cambios para eliminar un con-
cepto jurídico indeterminado de gran trascendencia práctica.Asimismo,
en relación con el artículo 276.2 se propone evitar la doble remisión que
la redacción actual provoca, en cuanto que se remite a un artículo que, a
su vez, se remite a otro, y en el artículo 332.1.a) se debería dar una defi-
nición objetiva de lo que es una “utilización intensa del suelo”, para el
caso de que ésta no venga definida por el Plan General.
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iii. consideraciones al texto articulado

primera
El artículo 14.4, Participación e información ciudadana, conviene

modificarlo en el sentido de que el empleo de medios telemáticos espe-
cialmente en lo relativo a la divulgación del planeamiento territorial y
urbanístico ha de ser una obligación de la administración, no quedándo-
se en una mera intención, y ello por cuanto el empleo de estos medios
facilita enormemente el acceso a la documentación urbanística por par-
te de los ciudadanos a un coste perfectamente asumible por la adminis-
tración con los medios con que cuenta hoy día.

segunda
En el artículo 15.3.c) se propone añadir “...previsto en el artículo 74

quáter del Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004”. El ces
entiende que este es el “procedimiento de ordenación especial” al que se
refiere el artículo, siendo conveniente especificarlo a efectos de claridad
en la redacción. Sin esta especificación se podría entender que en otros
supuestos de calificación de suelo con este destino la Administración
urbanística actuante es el Principado de Asturias, cuando no ha de ser así
—v. gr. Suelos urbanizables prioritarios con esta calificación—.

Asimismo, se propone suprimir el apartado d) de este artículo o espe-
cificar de forma taxativa qué ha de entenderse por participación “singu-
lar” de la Administración Autonómica en el procedimiento de aproba-

63 |



ción del planeamiento. Es una redacción ambigua que puede dar lugar a
confusión. Los supuestos de intervención singular a los que se alude han
de ser exclusivamente los referidos en los tres párrafos anteriores de este
apartado.

tercera
En el artículo 27.2 se propone especificar a qué entidades de derecho

público se refiere, recogiendo una definición expresa de las mismas, en
aras a la clarificación de la redacción y del modo de ejercicio de las com-
petencias urbanísticas municipales.

cuarta
En relación al artículo 30.3, el ces propone sustituir la expresión “En

ese sentido” por “Es decir”, pues la enumeración de las competencias que
los consorcios no pueden asumir por ser indelegables por las entidades
públicas que los forman ha de ser cerrada.

quinta
Al regular la composición de la Comisión de Urbanismo y Ordena-

ción del Territorio del Principado de Asturias, los artículos 37 y 38 del
proyecto deberían prever la participación de los agentes sociales en los
órganos de citada Comisión, dado que, si se reconoce la participación de
los agentes económicos (fade y cac) como representantes de los empre-
sarios, no existe razón alguna para no reconocer el papel interlocutor de
las organizaciones sindicales más representativas, como legítimos repre-
sentantes de los trabajadores y, en definitiva, ciudadanos.

sexta
El artículo 41 prevé que la convocatoria del Pleno y de la Comisión

Ejecutiva de la cuota se efectúe con un plazo mínimo de antelación de
48 horas. El ces considera que dicho plazo mínimo es muy exiguo habi-
da cuenta de la importancia de las materias objeto de su competencia, y
propone su ampliación a un periodo mínimo de cinco días hábiles y, en
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caso de expresarse en horas, que se especifique que las mismas hayan de
computarse en días hábiles.

séptima
El ces considera conveniente suprimir el apartado 3.b) del artículo

60, especialmente en lo que se refiere a planeamiento de desarrollo. Esta
exigencia implica una innecesaria dilación de la tramitación del planea-
miento urbanístico.

octava
El ces propone reducir el plazo previsto en el artículo 66.3 de dos

meses a quince días e incluir la posibilidad de obtención de información
urbanística respecto a los instrumentos de ordenación del territorio, pla-
neamiento y gestión que no hayan sido objeto de aprobación definitiva.
El ces entiende que el plazo establecido para que la Administración se
pronuncie sobre la información solicitada es demasiado largo si se tiene
en cuenta que no requiere la emisión de informe alguno, ni, en conse-
cuencia, estudio o valoración específica sobre lo solicitado. Por otro lado,
ha de preverse expresamente que el interés de los administrados en
conocer los instrumentos referidos no se ciñe a los aprobados definitiva-
mente, sino, incluso con mayor interés, a los que se encuentren en fase
de tramitación, de cara a formular las observaciones o alegaciones que
procedan, particularmente en las fases de información pública que la
legislación urbanística establece.

novena
En relación con el apartado 4 del artículo 66 propone la reducción

del plazo previsto de un mes a quince días como máximo. Esta propues-
ta ha de entenderse con mayor justificación en el caso de que el solici-
tante sea el propietario o titular de derechos afectados por la ordenación
urbanística cuya información solicita, lo que el propio proyecto de
Reglamento entiende al reducir el plazo en este supuesto, plazo que
sigue siendo excesivo, por lo ya expuesto.
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décima
En relación con el artículo 76.1, se propone el establecimiento de un

plazo máximo (mediante disposición adicional o final) para la creación
del sistema de difusión por Internet de la documentación del Registro.
El ces considera muy útil este sistema, tanto para profesionales como
para el resto de administrados, por ello parece conveniente que la Admi-
nistración se obligue a cumplir en un plazo determinado lo que de otra
manera sería una mera declaración de intenciones.

undécima
En el artículo 157.1.b) se propone sustituir la expresión “dotaciones

urbanísticas públicas” por la de “dotaciones urbanísticas de uso público”.
Existen equipamientos o dotaciones que, pudiendo ser catalogados como
Sistemas Generales por su finalidad, pueden ser de titularidad privada,
aunque de servicio público, tales como los docentes, sanitarios o comer-
ciales. Este concreto apartado se remite a la letra d) del artículo 4.c) en
lo que al concepto de servicios generales como “dotaciones urbanísticas
públicas se refiere”; a su vez, este precepto se remite al artículo 4.d), que
permite la titularidad privada de las siguientes dotaciones urbanísticas:
equipamientos, servicios urbanos, zonas verdes y espacios libres. Inde-
pendientemente del modo de obtención en caso de titularidad privada y
de su cómputo en cuanto al cumplimiento de estándares, dentro del con-
cepto de sistemas generales han de entenderse los equipamientos de titu-
laridad privada que estén al servicio de toda la población. En el mismo
sentido, el apartado 3 de este artículo 59.b) permite considerar las dota-
ciones supramunicipales “como sistemas generales propios del concejo a
los efectos de su obtención por alguno de los procedimientos de gestión
urbanística” en los casos “en que su destino sea público”, supuesto posi-
ble en determinados casos de equipamientos de titularidad privada.

duodécima
En relación con el artículo 178.3, el ces propone la supresión de la

previsión de que las posibilidades edificatorias de las quintanas tradicio-
nales estén supeditadas de forma exclusiva a la actividad agropecuaria
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de su promotor. Pues, del mismo modo que se ha expuesto en el pun-
to anterior, la recuperación y puesta en valor del patrimonio arquitec-
tónico asturiano ha de ser prevista y regulada teniendo en cuenta la
evolución de las actividades económicas en nuestra región y ser, en con-
secuencia, más laxos con los usos a implantar en este tipo de edificacio-
nes. Limitar las posibilidades de uso a las previstas supone condenar una
buena parte de estas edificaciones al olvido y abandono en cuanto que
la actividad que se prevé como exclusiva es cada vez de menor
importancia.

decimotercera
En relación con el artículo 180, Delimitación de sectores, sería con-

veniente que el proyecto de decreto precisase que el procedimiento de
delimitación de sectores no pueda utilizarse para cuestiones distintas a la
propia delimitación del sector, así como en todo caso deba de tramitarse
de forma simultánea al plan parcial.

decimocuarta
En el artículo 181.3, el proyecto de decreto debería clarificar el cóm-

puto del 10 por ciento de cesión reservado para viviendas de protección.

decimoquinta
En cuanto al artículo 188, Reservas para viviendas protegidas, el ces

considera que el proyecto de decreto debería precisar que cada Plan
General aclare el tema de las reservas de viviendas protegidas, concretan-
do el porcentaje máximo y mínimo de acuerdo con lo dispuesto en la
Ley.

decimosexta
El ces propone redactar el artículo 193.b.1.º de la siguiente manera

“Se prohíbe el uso residencial en sótanos y semisótanos salvo en vivien-
das unifamiliares,...”. En este tipo de viviendas se ha de permitir el uso
residencial en las referidas plantas ya que estará directamente vinculado
con el resto de plantas de la vivienda.
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decimoséptima
En el artículo 215.3.a)3.º se propone suprimir la posibilidad de exo-

neración de la obligación de incorporar planos de ordenación de los
núcleos rurales a escala 1:2.000. Se entiende que se ha de completar esta
cartografía. La ordenación urbanística de los núcleos rurales, cada vez más
detallada e importante ha de motivar suficientemente esta exigencia para
el planeamiento general.

decimoctava
El ces propone añadir la frase siguiente al final del apartado 3 del

artículo 221: “…manteniendo el principio de equidistribución de bene-
ficios y cargas”.

decimonovena
En relación al artículo 234, Interés público y social de las actuaciones,

la enumeración que se recoge en el proyecto de decreto debería con-
templar un apartado de “otros” en el que haya una declaración expresa
por parte de la Administración competente.

vigésima
El ces propone incluir al final del artículo 264 la expresión “conside-

rándose su aquiescencia en caso de no pronunciamiento en dicho pla-
zo”. Este plazo ha de ser preclusivo si lo que se persigue es la redacción
del planeamiento urbanístico de forma diligente.

vigésimo primera
El ces propone que el obligatorio trámite medioambiental regulado

en el artículo 277 sea simultáneo a otros trámites administrativos, por lo
que propone que el apartado 1 se incluya en el artículo siguiente y los
apartados 2, 3 y 4 en el artículo anterior.

vigésimo segunda
Respecto a la segunda frase del apartado 4 del artículo 278, sería con-

veniente su supresión. En este sentido, el plazo ha de ser preclusivo y la
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no emisión del correspondiente Informe en plazo ha de determinar la
aquiescencia con lo aprobado inicialmente. No se debe excepcionar este
supuesto de la no suspensión de los plazos, so pena de dilatar injustifica-
damente la tramitación del planeamiento.

vigésimo tercera
En relación con el artículo 291.8.d), Penalizaciones por demora, el

ces considera que, en caso de incumplimiento, las normas penalizadoras
por demora deben ser objetivadas.

vigésimo cuarta
Respecto al artículo 299.3 y en relación con lo ya expuesto respecto

del artículo 84c y 84e, se propone tanto la determinación expresa de qué
trámites han de ser previos a la aprobación inicial y cuáles posteriores y
simultáneos a la Información Pública, expresando un plazo para ello y el
inexcusable silencio positivo.

vigésimo quinta
El ces entiende que debería suprimirse el último inciso del artículo

330.2, que parece permitir que la normativa sectorial pueda recoger una
clasificación de suelo no recogida en la urbanística. El ces entiende que
la enumeración de clases de suelo que recoge el aparato 1 de este artícu-
lo ha de ser cerrada por claridad en la ordenación urbanística y por
seguridad jurídica y que la normativa sectorial no puede entrar en estas
disquisiciones, respetándose el principio de especialidad, que ha de moti-
var que sólo la legislación urbanística determine las clases de suelo
existentes.

vigésimo sexta
En relación con el artículo 333, el ces considera que el proyecto de

decreto debería precisar claramente las distintas modalidades de suelo
urbano.
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vigésimo séptima
Las reglas de clasificación del suelo no urbanizable que contempla el

artículo 336 deberían ajustarse a lo dispuesto en la legislación estatal.

vigésimo octava
En relación con los deberes de los propietarios de suelo urbano no

consolidado regulados en el artículo 350, el proyecto de ley debería indi-
car que, en ningún caso, la cesión del suelo urbano y la carga urbaniza-
dora suponga más del 10 por ciento del aprovechamiento urbanístico.

vigésimo novena
El ces propone la supresión del apartado 5 del artículo 385. La obten-

ción de suelo no urbanizable para la implantación de dotaciones urba-
nísticas públicas ha de obtenerse por expropiación. Únicamente, en
supuestos excepcionales y en el caso de que el suelo no urbanizable ten-
ga la condición de Núcleo Rural y la población, densidad o demanda lo
requieran, podrán utilizarse mecanismos de gestión propios de otras cla-
ses de suelo. Pues bien, lo que el trotuas trata con este excepcional
carácter viene recogido para todo tipo de suelo no urbanizable y con
vocación de generalidad en el Proyecto de Reglamento.

trigésima
En relación con los deberes de los propietarios de suelo urbanizable

en transformación, a que se refiere el artículo 374, el ces considera nece-
sario que los Planes Generales deban justificar si las obras de conexión o
refuerzo de los sistemas generales benefician a uno o a más ámbitos de
actuación, así como si la necesidad de ampliación o refuerzo de tales sis-
temas generales se pone de manifiesto como consecuencia de la actua-
ción a desarrollar. Igualmente es aconsejable establecer una presunción
de innecesariedad de ampliación o refuerzo de los sistemas generales
exteriores para el supuesto de que el Plan General no diga nada al
respecto.
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trigésimo primera
Asimismo, es preciso que la lista de gastos de urbanización que reco-

ge el reglamento, en el artículo 407, sea tasada y conforme a lo que esta-
blezca el planeamiento y las ordenanzas municipales.Además, en el caso
de obras de urbanización que se deriven de la legislación ambiental,
deberá de preverse que o son tenidas en cuenta por el Plan general a la
hora de calcular el aprovechamiento de la unidad o son compensadas con
la atribución a los propietarios de un aprovechamiento superior al 90%.

trigésimo segunda
En relación con el artículo 585.3.d), no parece lógico que entre los

criterios de adjudicación del concurso para la enajenación de patrimo-
nio público de suelo se pondere el mayor precio de compra de los terre-
nos con un valor superior a otros criterios, especialmente teniendo en
cuenta que en la letra a) se establece la exclusión de las ofertas que supe-
ren en más de un 5 por ciento de la media de las alzas cuando el suelo se
destine a la construcción de viviendas protegidas. Si se trata de promo-
ver la construcción de este tipo de viviendas como medio de facilitar el
acceso a las misma de los ciudadanos de menores rentas, no debería ser
un criterio a valorar, al menos no con prioridad a otros más acordes con
la finalidad de la norma.

trigésimo tercera
En cuanto al artículo 587.1.a)2, sería deseable que se aclarase el pro-

cedimiento de cesión de suelo a entidades cooperativas para la construc-
ción de viviendas sujetas a protección, especialmente en el caso de coo-
perativas en fase de constitución, sin remisión a la legislación reguladora
del patrimonio de la administración cedente, toda vez que la ausencia de
la norma específica en dicha legislación puede llevar a la imposibilidad
práctica de concurrir a los concursos para la obtención de suelo en el
caso de cooperativas en constitución, como ocurre en la actualidad ante
la falta de desarrollo reglamentario.

El artículo 587.1.a)2 y a)3 debería especificarse para el supuesto de
cesión gratuita o por precio fijado a cooperativas o entidades de carácter
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benéfico o social sin ánimo de lucro que se adopten criterios específicos
para la acreditación en este caso, de forma más flexible y acorde con el
tipo de entidades a que la norma va dirigida, pues sin perjuicio de las
garantías necesarias en este tipo de operaciones, lo cierto es que los cri-
terios de la Ley de contratos van dirigidos a otro tipo de contratos, a eje-
cutar normalmente por empresas con ánimo de lucro, destinados a la rea-
lización de obras para las Administraciones y no a la adquisición del
suelo, siendo así que la propia Ley se remite a la legislación urbanística
para este tipo de concursos.

Por otra parte, sería deseable que esta previsión legal no se convirtie-
se en una mera propuesta programática y que las administraciones públi-
cas aprovechasen la posibilidad legal de cesión gratuita de patrimonios
públicos de suelo para llevar a cabo un intervención real en el mercado
de la vivienda, facilitando la promoción de viviendas protegidas por par-
te de entidades sin ánimo de lucro destinadas a los ciudadanos con mayo-
res dificultades.

Oviedo, 10 de agosto de 2006

v.º b.º el presidente el secretario general

Fdo.: Nicolás Álvarez Álvarez Fdo.: José Luis Gallego Riestra
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dictamen 4/2006

sobre el proyecto de ley del principado de asturias de
medidas presupuestarias, administrativas y tributarias

de acompañamiento a los presupuestos generales





i. antecedentes

Con fecha 7 de noviembre de 2006 tuvo entrada en este Consejo
Económico y Social escrito de la Consejería de Economía y Adminis-
tración Pública por el que se remite el proyecto de ley del Principado de
Asturias de medidas presupuestarias, administrativas y tributarias de
acompañamiento a los presupuestos generales, para la emisión del pre-
ceptivo dictamen por parte de este órgano consultivo, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 3.1 a) de la Ley del Principado de Asturias
2/2001, de 27 de marzo, del Consejo Económico y Social.

Con objeto de proceder a la emisión del informe en los términos
establecidos en la citada ley, la Comisión de Trabajo de Presupuestos se
reúne los días 10, 20, 24 y 27 de noviembre, para analizar el texto nor-
mativo remitido y acordar una propuesta de dictamen.

La propuesta de dictamen emitida por esta Comisión de Trabajo se
aprueba por mayoría de la Comisión Permanente y del Pleno del Con-
sejo el día 30 de noviembre de 2006.
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ii. contenido del proyecto de ley

La finalidad del presente proyecto de ley, según su propia exposición
de motivos, es adoptar diversas medidas normativas que guardan relación
directa y contribuyen a la mejor consecución de los objetivos y manda-
tos contenidos en la Ley de presupuestos generales del Principado de
Asturias para 2007.

El proyecto de ley del Principado de Asturias de medidas presupues-
tarias, administrativas y tributarias de acompañamiento a los presupues-
tos generales consta de una exposición de motivos, doce artículos agru-
pados en tres títulos, estando el título III dividido, a su vez, en cuatro
capítulos.Además, cuenta con dos disposiciones adicionales y una dispo-
sición final.

Con este proyecto de ley se modifican siete leyes y tres decretos
legislativos, que a continuación se enumeran por orden jerárquico y
cronológico:

Leyes
— Ley 5/1991, de 5 de abril, de protección de los espacios naturales.
— Ley 1/1994, de 21 de febrero, sobre abastecimiento y saneamiento de

aguas.
— Ley 9/1996, de 27 de diciembre, reguladora del Consejo Escolar del

Principado de Asturias.
— Ley 11/2002, de 2 de diciembre, de los consumidores y usuarios.
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— Ley 15/2002, de 27 de diciembre, de acompañamiento a los presu-
puestos generales para 2003.

— Ley 2/2004, de 29 de octubre, de medidas urgentes en materia de
suelo y vivienda.

— Ley 7/2005, de 29 de diciembre, de medidas presupuestarias, admi-
nistrativas y tributarias de acompañamiento a los presupuestos gene-
rales para 2006.

Decretos legislativos
— Decreto Legislativo 1/1998, de 11 de junio, por el que se aprueba el

Texto refundido de las leyes de tasas y de precios públicos.
— Decreto Legislativo 2/1998, de 25 de junio, por el que se aprueba el

Texto refundido del régimen económico y presupuestario.
— Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el

Texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de
ordenación del territorio y urbanismo.

El contenido del proyecto de ley es el siguiente:
La exposición de motivos recoge la finalidad del texto normativo y

resume las diversas modificaciones introducidas por la norma estructu-
radas según los títulos en medidas presupuestarias, administrativas y
tributarias.

El título I, Medidas presupuestarias, se compone de un único artícu-
lo que introduce diversas modificaciones en el texto refundido del régi-
men económico y presupuestario aprobado por Decreto Legislativo del
Principado de Asturias 2/1998, de 25 de junio. Por un lado, se modifica
el plazo de prescripción de los derechos de la hacienda pública, que pasa
de cinco a cuatro años, al objeto de homologarlo al que, en relación a los
derechos tributarios, rige con carácter general en virtud de lo dispuesto
en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria. En los mismos
términos se modifica el plazo de prescripción de las obligaciones.

Por otro lado, se amplía el ámbito subjetivo de los entes que deben
someter sus operaciones de endeudamiento a autorización administrati-
va a aquellos entes en los que, directa o indirectamente, el Principado de

| 78

dictamen 4/2006



Asturias participe, financie la mayor parte de los gastos o mantenga una
posición de control en sus órganos de decisión, es decir, que sin reunir la
condición de públicos de acuerdo con la definición del propio texto
refundido, sí pudieran pertenecer al sector de la Administración a tenor
de lo dispuesto por la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, general de esta-
bilidad presupuestaria.

El título II, Medidas administrativas, abarca del artículo 2 al 6 del pro-
yecto de ley. El articulo 2 modifica la Ley 5/1991, de 5 de abril, de pro-
tección de los espacios naturales, en relación con el nombramiento de
los conservadores, que ejercen funciones de dirección y supervisión de
las actuaciones que se desarrollan en los parques, en el sentido de que
serán nombrados por el consejero competente en la materia, en vez de
por el Consejo de Gobierno, de entre funcionarios de carrera de la
Administración del Principado de Asturias o de cualquier otra Adminis-
tración Pública, en vez de entre personal perteneciente a la Comunidad
Autónoma.

El artículo 3 añade tres letras al apartado 1 del artículo 6 de la Ley
9/1996, de 27 de diciembre, del Consejo Escolar del Principado de Astu-
rias, que regula su composición, ampliándola a dos representantes de los
directores de centros públicos, a una persona propuesta por el Instituto
Asturiano de la Mujer y a otra propuesta por el Consejo Asturiano de la
Mujer.

El artículo 4, que modifica la Ley 11/2002, de 2 de diciembre, de los
consumidores y usuarios, introduce nuevos tipos de infracción y deter-
mina de forma más rigurosa la determinación de las infracciones y la gra-
duación de las sanciones.Asimismo, se eleva el período de prescripción
de las infracciones graves y leves.

En relación con el texto refundido de las disposiciones legales vigen-
tes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, aprobado por
Decreto Legislativo del Principado de Asturias 1/2004, de 22 de abril, el
artículo 5 del proyecto de ley crea una nueva sección sexta,Autorizacio-
nes y licencias ambientales, dentro del capítulo primero,Tipología de los
instrumentos de ordenación del territorio, en el que también se crea un
nuevo artículo, el 45 bis, titulado Compatibilidad urbanística en las auto-
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rizaciones y licencias ambientales.También modifica el apartado segun-
do del artículo 90 bis,Actuaciones previas, reduciendo el porcentaje de
suelo (del 80 al 60 por ciento) a partir del cual el oferente debe acredi-
tar la propiedad.

El artículo 6 adopta una serie de medidas relativas a la vivienda pro-
tegida concertada modificando algunos preceptos de la Ley 2/2004, de
29 de octubre, de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda, con
el fin de adaptarlos a lo dispuesto en el Real Decreto 801/2005, de 1 de
julio, por el que se aprueba el Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el
acceso de los ciudadanos a la vivienda. En este sentido, se modifica la apli-
cación del régimen legal de las viviendas protegidas concertadas que se
reduce a treinta años, en vez de hasta la declaración de ruina del inmue-
ble que albergue la vivienda.Asimismo, se modifica la Ley 2/2004 en lo
que se refiere a las segundas o posteriores transmisiones de este tipo de
viviendas, permitiendo que el precio máximo de venta por metro cua-
drado de superficie útil se pueda incrementar un 20 por ciento respecto
al que correspondería a este tipo de viviendas de nueva construcción.

El título III, Medidas tributarias, se compone de cuatro capítulos que
introducen medidas relativas al impuesto de la renta de las personas físi-
cas, al impuesto sobre sucesiones y donaciones, a la tasa fiscal sobre el jue-
go, así como a otras medidas tributarias.

En el capítulo I, Del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
se mantienen para el año 2007, una vez actualizadas, las deducciones
sobre la cuota íntegra autonómica o complementaria del irpf estableci-
das para 2006. Las deducciones atienden a circunstancias personales y
familiares, tales como:
— Deducción por acogimiento no remunerado de mayores de 65 años.
— Deducción por adquisición o adecuación de vivienda habitual en el

Principado de Asturias para contribuyentes discapacitados.
— Deducción por adquisición o adecuación de vivienda para contribu-

yentes que convivan con cónyuges, ascendientes o descendientes
discapacitados.

— Deducción por inversión en vivienda habitual que tenga la conside-
ración de protegida.
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— Deducción por alquiler de vivienda habitual.
— Deducción para el fomento del autoempleo de las mujeres y los jóve-

nes emprendedores.
— Deducción para el fomento del autoempleo.
— Deducción por donación de fincas rústicas a favor del Principado de

Asturias.
En el capítulo II, Del impuesto sobre sucesiones y donaciones, los

artículos 8 y 9 del proyecto de ley introducen nuevos beneficios fiscales
en relación a este impuesto que tratan de mejorar y adaptar el sistema
impositivo a la realidad de la Comunidad Autónoma.Así, en las adquisi-
ciones mortis causa se aplicará la bonificación del 100 por ciento en la
cuota que resulte de aplicar las deducciones estatales y autonómicas a
contribuyentes con niveles bajos de renta y a minusválidos.Asimismo, se
modifica el artículo 15, Coeficientes del patrimonio preexistente, de la
Ley del Principado de Asturias 15/2002, de 27 de diciembre, de acom-
pañamiento a los presupuestos generales para 2003.

En el capítulo III,Tasa fiscal sobre el juego, el artículo 10 modifica el
apartado segundo del artículo 16 de la Ley del Principado de Asturias
15/2002, de 27 de diciembre, de acompañamiento a los presupuestos
generales para 2003, que regula los tipos tributarios y cuotas fijas de la
tasa fiscal sobre los juegos, envite o azar.

Para finalizar, en el capítulo IV, Otras medidas tributarias, los artícu-
los 11 y 12 introducen modificaciones que alcanzan tanto al texto refun-
dido de las leyes de tasas y precios públicos aprobado por Decreto Legis-
lativo del Principado de Asturias 1/1998, de 11 de junio, como a la Ley
1/1994, de 21 de febrero, sobre abastecimiento y saneamiento de aguas
en el Principado de Asturias. Entre las primeras se introducen y redefi-
nen conceptos y se actualizan cuantías. En las segundas se actualizan los
tipos impositivos aplicables en cuanto al canon de saneamiento y se pro-
cede al ajuste de los tipos impositivos aplicables a determinados vertidos
en razón al grado de contaminación que se produce.

En relación con las dos disposiciones adicionales del proyecto de ley,
la primera sustituye la figura de director-conservador por la de conser-
vador del Parque Natural de Somiedo que regula la Ley 2/1998, de 10
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de junio, por la que se declara el Parque Natural de Somiedo. Por su par-
te, la segunda disposición adicional contempla el nombramiento de los
conservadores de los parques naturales.

Por último, la disposición final fija la entrada en vigor de la Ley el 1
de enero de 2007.

| 82

dictamen 4/2006



iii. consideraciones generales

primera
Un año más, el Gobierno Regional mantiene la Ley de acompaña-

miento a los presupuestos generales.Aunque en esta ocasión la exposi-
ción de motivos especifica que las medidas incluidas guardan directa rela-
ción con la Ley de presupuestos generales, poco tienen que ver con las
cuentas regionales algunas de las modificaciones que introduce este pro-
yecto de ley, tales como la composición del Consejo Escolar, el régimen
de nombramiento del conservador de los Parques Naturales, la ordena-
ción del territorio y urbanismo o la regulación de las viviendas protegi-
das. En este sentido, el ces reitera su preocupación por la inseguridad
jurídica que pueden provocar este tipo de leyes en el ciudadano obliga-
do a ellas, dada su difícil localización al modificar textos normativos hete-
rogéneos que nada tienen que ver con la política económica contenida
en la Ley de presupuestos. Por ello, este Consejo propone limitar su uti-
lización a los temas de contenido estrictamente relacionados con la eje-
cución presupuestaria.
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iv. consideraciones al texto articulado

primera
En el artículo 1 se introducen modificaciones en el Decreto Legisla-

tivo 2/1998, por el que se aprueba el texto refundido del régimen eco-
nómico y presupuestario. En el apartado cuarto se extiende la necesidad
de autorización administrativa a las operaciones de endeudamiento por
parte de los entes que, sin tener carácter de públicos, pertenezcan a la
Administración de acuerdo con la Ley general de estabilidad presupues-
taria. De esta forma, los entes “en los que, directa o indirectamente, el
Principado de Asturias participe, financie la mayor parte de sus gastos o
mantenga una posición de control en sus órganos de decisión”, deberán
obtener la autorización del Consejero competente en materia económi-
ca y presupuestaria para la concertación de préstamos, la emisión de obli-
gaciones y la prestación de avales.

El Consejo Económico y Social entiende que se trata de una medi-
da pertinente, que se hace necesaria en la medida que estos entes tienen
cada vez mayor importancia y manejan un volumen de recursos cre-
ciente, sin que hasta la fecha hubiera una regulación expresa de su pro-
ceder en relación con las operaciones de endeudamiento. La modifica-
ción introducida viene a cubrir esta carencia, igualando su proceder en
esta materia al del resto de entes públicos, como no podía ser de otra
manera.
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segunda
El artículo 4 introduce diversas modificaciones a la Ley 11/2002, de

los consumidores y usuarios. En el apartado segundo se modifica el
artículo 36 de la citada Ley que regula las infracciones en materia de
transacciones comerciales, condiciones técnicas de venta y en materia de
precios, suprimiendo el término “por escrito” en los casos de solicitud
por el consumidor o usuario de presupuesto previo, factura o recibo. El
ces considera que en aquellos supuestos en que no sea preceptiva la
extensión de dichos documentos, su solicitud por parte del consumidor
debe acreditarse convenientemente.

En el apartado tercero de este mismo precepto se añaden cinco nue-
vos apartados al artículo 37 de la Ley 11/2002, que regula las infraccio-
nes en materia de normalización, documentación y condiciones de ven-
ta o suministro. El ces recomienda que se revise la redacción de este
apartado y en concreto de las letras siguientes:

k) La Ley debe sancionar incumplimientos normativos y contractua-
les y, para su interpretación, han de tenerse en cuenta los usos estableci-
dos según el sistema de fuentes de nuestro ordenamiento, evitando el
abuso de derecho. Por ello, se considera que no es necesario introducir
un precepto tan vago y genérico.

l) En este apartado únicamente se introduce, como variación respec-
to del texto anterior, el término discriminación. En el régimen sancio-
nador deberían utilizarse conceptos más concretos ya que pueden pro-
ducir situaciones de inseguridad jurídica.

m) Parece reiterar la prohibición prevista en el apartado segundo del
citado precepto.

Además de las modificaciones anteriormente expuestas, el artículo 4
en sus apartados quinto y séptimo modifica el artículo 39 de la Ley
11/2002, sobre calificación de infracciones y sobre graduación de san-
ciones, respectivamente. El ces recomienda que se revisen los criterios de
calificación de infracciones y de graduación de sanciones, separando níti-
damente los que sirven para calificar de los que sirven para graduar, en
aras de dar seguridad jurídica a los términos que se utilizan.
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Por último, en el apartado octavo del mismo precepto se igualan los
plazos de todas las prescripciones. El ces considera que el plazo fijado es
excesivo, especialmente en las infracciones leves, de escasa cuantía y
muchas veces de difícil constatación y prueba (por ejemplo, peticiones
verbales del consumidor), que redunda en un aumento de la inseguridad
jurídica.

tercera
Con carácter general y en relación con el artículo 5 del proyecto de

ley, que regula la compatibilidad urbanística en las autorizaciones y licen-
cias ambientales, el ces entiende que esta norma se debería incorporar a
la futura Ley de prevención e intervención ambiental del Principado de
Asturias, en cuyo borrador de anteproyecto (artículo 37) se contempla su
exigencia como elemento integrante de los procedimientos de obten-
ción de la autorización ambiental integrada.

El proyecto de ley extiende la exigencia de dicho certificado no sólo
para los supuestos de autorización ambiental integrada, sino también a las
actividades que estén clasificadas y requieran una licencia de actividad de
conformidad con el Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que
se aprueba el Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y
peligrosas, que abarca un extensísimo número de actividades. En estos
casos, el ces pone de manifiesto la necesidad de que se fije un plazo para
la emisión de dicho certificado.

El proyecto de ley establece,“como norma adicional de protección”,
que el órgano ambiental competente verificará la compatibilidad urba-
nística. Con esta medida, el ces ve reforzada la necesidad de revisar los
plazos previamente establecidos.

Además de lo anterior, en este artículo se elimina la exigencia legal
vigente hasta el momento de que las actividades mencionadas anterior-
mente estén a más de 2.000 metros de núcleos de población agrupada.
Si bien es verdad que dicha limitación en la práctica podía ser excesiva,
dadas las condiciones de distribución territorial y poblacional de la
región y de los municipios, lo cierto es que debería establecerse una
limitación mínima de proximidad a los núcleos de población para deter-
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minadas actividades relacionadas con la seguridad y en función de las
circunstancias.

cuarta
En el artículo 6 se introducen diversas modificaciones en la Ley

2/2004, de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda, con el fin
de limitar en el tiempo el régimen legal de las viviendas protegidas y
protegidas concertadas, así como de elevar el precio máximo de venta
de estas viviendas en segundas y posteriores transmisiones, determinán-
dose que dicho precio podrá incrementar el de referencia en un 20 por
ciento. Se valora positivamente esta modificación que pretende valori-
zar la adquisición de vivienda protegida concertada, mejorando las con-
diciones de venta futura. Ahora bien, el precio máximo de venta en
segundas transmisiones debería de ser el mayor entre el previsto ya en la
modificación propuesta y el que resultaría de incrementar en un 20% el
precio de venta inicial de la vivienda, una vez actualizado mediante la
aplicación de la variación porcentual del Índice de Precios de Consu-
mo, Índice General, registrada desde la fecha de la primera transmisión
hasta la de la segunda o ulterior transmisión de que se trate, teniendo en
cuenta que no puede exceder en ningún caso el límite máximo estable-
cido en el Plan Estatal 2005-2008 para favorecer el acceso de la vivien-
da a los ciudadanos. Este Consejo considera que estas modificaciones
son adecuadas pues permiten un mercado más transparente, favorecien-
do las transmisiones, así como valorizando las viviendas de protección
oficial.

En cuanto a la modificación introducida en la disposición adicional
segunda de la Ley 2/2004, mientras que la dicción del párrafo en su
redacción original se limitaba a “las viviendas protegidas cuya calificación
provisional sea posterior a la entrada en vigor de esta Ley”, en el proyec-
to de ley objeto de este dictamen no se contempla dicho ámbito. El ces
considera que no debería omitirse tal referencia, de tal manera que las
viviendas protegidas calificadas con anterioridad a la entrada en vigor de
la ley sigan rigiéndose por la normativa aplicable en el momento de la
calificación.
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Por otro lado, este Consejo reitera lo expuesto en la consideración
cuarta del Dictamen 7/2005, sobre el proyecto de ley de medidas presu-
puestarias, administrativas y tributarias, que hacía referencia a la necesi-
dad de que la ley fijara claramente el criterio a seguir para la actualiza-
ción de precios, dada la eliminación de la actualización automática de los
precios máximos de venta de las viviendas protegidas concertadas. No
habiéndose materializado dicha consideración ni contemplado en las
modificaciones que este proyecto de ley introduce en la Ley 2/2004, el
ces insiste en la necesidad de que se garantice el incremento anual del
ipc en los precios máximos de venta de este tipo de viviendas.

quinta
Dentro de las medidas de naturaleza tributaria se incluyen las relati-

vas al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que mantienen
para 2007, una vez actualizadas, las deducciones en la cuota íntegra
autonómica establecidas para 2006. Como en años anteriores, el ces se
pronuncia sobre el reducido abanico de las deducciones, así como sobre
su escasa cuantía y considera que se deberían aumentar las deducciones
sobre la vivienda y su cuantía (no sólo para vivienda protegida o a favor
de discapacitados).Asimismo, este Consejo reitera la consideración rela-
tiva a la regulación excesivamente estricta de las deducciones por
alquiler.

En cuanto a las deducciones sexta y séptima previstas en el artículo 7
del proyecto de ley para el fomento del autoempleo, su descripción se
limita a los emprendedores que se den de alta en el censo de obligados
tributarios para el ejercicio de la actividad de forma individual.Al igual
que se manifestó el año anterior, el ces entiende que dicha deducción se
debería ampliar a otras formas de autoempleo colectivo.

sexta
En el artículo 8 del proyecto de ley se realiza una modificación par-

cial del impuesto sobre sucesiones, actuándose sobre la base imponible
del impuesto antes de efectuar las correspondientes reducciones. Esta
modificación debe enmarcarse en el contexto del reparto competencial
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entre el Estado y las comunidades autónomas y supondrá, según las pre-
visiones de la Administración del Principado, una reducción de 6 millo-
nes de euros en el primer año de aplicación, en el que los ingresos serán
limitados.

Oviedo, 30 de noviembre de 2006

v.º b.º el presidente el secretario general

Fdo.: Nicolás Álvarez Álvarez Fdo.: José Luis Gallego Riestra
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parecer

sobre el proyecto de ley del principado de asturias
de presupuestos generales para 2007





i. antecedentes

Con fecha 7 de noviembre de 2006 tuvo entrada en este Consejo
Económico y Social escrito de la Consejería de Economía y Adminis-
tración Pública por el que se remite el proyecto de ley del Principado de
Asturias de presupuestos generales para el año 2007, para la emisión del
parecer por parte de este órgano consultivo, de acuerdo con lo dispues-
to en el artículo 3.1 c) de la Ley del Principado de Asturias 2/2001, de
27 de marzo, del Consejo Económico y Social. Dicho proyecto de ley
viene acompañado de la siguiente documentación:
— Estado de ingresos y gastos del presupuesto de la Junta General y de

su alto comisionado el Procurador General, del Gobierno y de la
Administración y de los órganos auxiliares: la Sindicatura de Cuentas
y el Consejo Consultivo del Principado de Asturias.

— Estado de ingresos y gastos de los organismos y entes públicos del
Principado de Asturias cuya normativa específica confiere carácter
limitativo a los créditos de su presupuesto de gastos.

— Estados financieros de las empresas y resto del sector público del Prin-
cipado de Asturias sujeto a contabilidad privada.

— Memoria de objetivos del Gobierno y de la Administración del Prin-
cipado de Asturias.

— Memoria de objetivos de organismos, empresas y entes públicos del
Principado de Asturias

— Informe económico-financiero.
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— Informe de personal.
— Anexo de inversiones.

Con objeto de proceder a la emisión del parecer en los términos esta-
blecidos en la citada ley, se reúne la Comisión de Trabajo de Presupues-
tos los días 10, 20, 23 y 27 de noviembre, para analizar el texto normati-
vo remitido y acordar una propuesta de parecer.

La propuesta de parecer emitida por esta Comisión de Trabajo se
aprueba por unanimidad de la Comisión Permanente y del Pleno del
Consejo el día 30 de noviembre de 2006.
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ii. contenido del texto articulado del proyecto de ley

El proyecto de ley del Principado de Asturias de presupuestos gene-
rales para 2007 consta de una exposición de motivos y treinta y seis
artículos estructurados en cinco capítulos que, a su vez, se subdividen, en
algunos casos, en secciones.Así mismo, contiene trece disposiciones adi-
cionales y dos disposiciones finales. Por último, incluye un anexo donde
se relacionan los créditos que se consideran ampliables.

En la exposición de motivos se resumen y describen las principales
líneas de la política presupuestaria autonómica; política que se sustenta
en los principios de estabilidad, transparencia y eficacia en la gestión de
los recursos públicos. Entre los objetivos fijados por el Gobierno del
Principado de Asturias para el ejercicio 2007 destacan: impulsar la pro-
ductividad, impulsar la competitividad y consolidar el modelo social, asis-
tencial y solidario que ha venido desarrollando en estos últimos años;
todo ello con el fin de seguir convergiendo con España y la Unión
Europea. El proyecto de presupuestos contiene novedades relevantes; por
un lado, la asunción de las funciones y servicios en materia de provisión
de medios materiales y económicos para el funcionamiento de la Admi-
nistración de Justicia, y la incorporación de los créditos necesarios para
el funcionamiento del Procurador General; y por otro, en materia de
política fiscal, la reforma del impuesto sobre sucesiones y donaciones que
tiene su reflejo en el presupuesto.
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El capítulo I, De la aprobación de los presupuestos y de sus modifi-
caciones, consta de siete artículos y se subdivide, a su vez, en dos seccio-
nes. La sección primera, Créditos iniciales y financiación de los mismos,
comprende los artículos 1 al 5, y la segunda, Modificaciones de créditos
presupuestarios, engloba los artículos 6 y 7.

El artículo 1 fija el ámbito de los presupuestos generales del Principa-
do de Asturias, quedando integrados por el presupuesto de la Administra-
ción del Principado de Asturias, los organismos y entes públicos cuya nor-
mativa específica confiere carácter limitativo a los créditos de sus presupuestos
de gastos, los organismos y entes públicos sujetos al régimen de contabili-
dad privada y las empresas públicas constituidas. Se incluye, por primera
vez, el presupuesto del Procurador General del Principado de Asturias, en
cuanto alto comisionado de la Junta General del Principado de Asturias.

En el artículo 2 se cuantifican y desglosan las grandes cifras de los
estados de gastos e ingresos de los presupuestos generales del Principado
de Asturias para 2007. Se aprueba el estado de gastos del presupuesto
integrado por el presupuesto de la Junta General del Principado de Astu-
rias y de su alto comisionado el Procurador General, el presupuesto del
Gobierno y de la Administración del Principado de Asturias, y los pre-
supuestos de los órganos auxiliares del Principado de Asturias —Sindi-
catura de Cuentas y Consejo Consultivo— que asciende a 3.898,1
millones de euros y cuya financiación figura en el estado de ingresos
(3.770,1 millones de euros correspondientes a los derechos económicos
a liquidar durante el ejercicio y resto el endeudamiento resultante de las
operaciones de crédito a realizar durante el ejercicio 2007); así como los
estados de gastos de los presupuestos de los organismos y entes públicos
a cuyos créditos la normativa específica confiere carácter limitativo
(1.513,3 millones de euros), de los organismos y entes públicos sujetos al
régimen de contabilidad privada (134,6 millones de euros presupuesto
de explotación y 11 millones de presupuesto de capital) y de las empre-
sas públicas (194,9 millones de euros presupuesto de explotación y 128,1
millones presupuesto de capital).

En el artículo 3 se recoge la distribución funcional del gasto consoli-
dado, es decir, de los estados de gastos de los presupuestos de la Admi-

| 96

parecer



nistración del Principado de Asturias y de los organismos públicos cuya
normativa específica confiere carácter limitativo a los créditos de sus pre-
supuestos de gastos (3.976 millones de euros). Entre las funciones desta-
can, como en años anteriores, sanidad, cuya dotación presupuestaria se
eleva a 1.325,8 millones de euros y educación, con 782,8 millones.

El artículo 4 recoge los créditos destinados a transferencias internas a
efectos de consolidación.Así mismo, en el artículo 5 se consignan, sin
desgloses, los beneficios fiscales a conceder durante el ejercicio, cuantifi-
cándose en 812,5 millones de euros.

La sección segunda, artículos 6 y 7, regula los créditos que excepcio-
nalmente tendrán la condición de ampliables y las habilitaciones de gas-
to por superávit.

El capítulo II, De la gestión presupuestaria, comprende tres artículos.
En el artículo 8 se fijan las cuantías máximas de gasto para las que están
autorizados los diversos órganos de la Administración del Principado,
manteniéndose el límite máximo de autorización de gasto en 500.000
euros para los consejeros, para el gerente del sespa y para el presidente
del idepa.Así mismo, establece que la autorización y disposición de gas-
tos de la sección 07, Procurador General, corresponde al órgano que
determine la Ley del Principado de Asturias 5/2005 y sus normas de
desarrollo.

El artículo 9, de acuerdo con lo establecido en los artículos 4.1 b),
4.5 y 4.6 de la Ley del Principado de Asturias 4/2005, actualiza las
cuantías del salario social básico, tanto del módulo básico como de los
módulos complementarios, fija los topes de percepción de distintas pres-
taciones de salario social básico y determina el máximo exento de los
ingresos mensuales.

Por último, el artículo 10 se refiere a las limitaciones presupuestarias
para el conjunto de los créditos que se vayan a comprometer durante el
ejercicio 2007 con cargo al presupuesto del Principado de Asturias, así
como a las posibles limitaciones del gasto en los casos en los que resulte
justificado intervenir por razones de eficacia y equilibrio presupuestario.

El capítulo III, De los créditos para gastos de personal se organiza en
tres secciones (artículos 11 al 28). La primera, Limitación del aumento
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de gastos de personal, establece como incremento máximo para los gas-
tos de personal el que se apruebe en la Ley de presupuestos generales del
Estado con respecto al ejercicio anterior. La sección segunda, relativa a
los Regímenes retributivos, contiene las disposiciones de detalle que han
de conformar las retribuciones de los miembros de la Junta General, de
los miembros del Consejo de Gobierno y otros altos cargos de la Admi-
nistración, de los miembros de los órganos auxiliares, de los miembros del
Procurador General, de los directores de agencias y equivalentes, del per-
sonal funcionario, estatutario, laboral, eventual y del personal funciona-
rio sanitario local. Finaliza el capítulo con una serie disposiciones orga-
nizativas relativas a masa salarial, plantillas, oferta de empleo público,
condiciones retributivas y costes del personal perteneciente a la Univer-
sidad de Oviedo; todas ellas encuadradas en la sección tercera bajo el
título Otras disposiciones en materia de retribuciones de personal
(artículos 22 al 28).

El capítulo IV, De las operaciones financieras, se divide en dos sec-
ciones. La primera, Operaciones de crédito, recoge la autorización al
Consejo de Gobierno para concertar operaciones de crédito a largo pla-
zo o emitir deuda pública, por el importe de la variación neta de activos
financieros destinados a financiar gastos de inversión y la cuantía de las
amortizaciones de la deuda efectuadas en el ejercicio, así como la auto-
rización para concertar operaciones de crédito a corto plazo para cubrir
necesidades transitorias de tesorería, con el límite del 10% del estado de
gastos de los presupuestos generales del Principado de Asturias para 2007
y del 5% en el caso de organismos autónomos. El artículo 32 autoriza a
las entidades públicas de Bomberos del Principado de Asturias y 112
Asturias a concertar operaciones de crédito a largo plazo, siempre que la
deuda viva a 31 de diciembre de 2007 no supere la correspondiente a 1
de enero de 2007.

La sección segunda, Régimen de avales, establece el límite de las ope-
raciones de crédito que pueden ser avaladas por la Administración del
Principado de Asturias, manteniéndose invariables las cuantías del año
anterior, excepto en el caso de avales para otros fines que se fija en 25
millones de euros.
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El capítulo V, relativo a Normas tributarias (artículo 36), actualiza los
tipos de cuantía fija de las tasas, que se elevarán hasta la cantidad que
resulte de la aplicación del coeficiente 1,03 a la cuantía exigible en el año
2006, salvo las que sean objeto de regulación específica.

El proyecto se completa con una serie de disposiciones adicionales
relativas a diferentes aspectos que han sido abordados en las leyes de años
anteriores, tales como: competencia del Consejo de Gobierno para auto-
rizar transferencias de crédito de las dotaciones no utilizadas (disposición
adicional primera); procedimiento específico de gestión presupuestaria
para los créditos asociados a la ejecución de los planes de reactivación de
las Comarcas Mineras (disposición adicional segunda); autorización al
Consejo de Gobierno para realizar las adaptaciones oportunas con el fin
de dotar el capítulo 1 de crédito suficiente de acuerdo con la normativa
básica estatal (disposición adicional tercera); no aplicabilidad de las limi-
taciones establecidas con carácter general a los gastos plurianuales vincu-
lados al desdoblamiento de la carretera AS-18 (disposición adicional
cuarta); posibilidad de autorizar la celebración de convenios con las enti-
dades locales para el desarrollo del Plan de Ordenación de las Escuelas
del Primer Ciclo de Educación Infantil (disposición adicional novena);
programas de cooperación territorial orientados a objetivos educativos
de interés general (disposición adicional décima); vinculación a nivel de
artículo de los créditos asociados a la ejecución de los conceptos 600 y
601 del programa 513H Carreteras (disposición adicional duodéci-
ma).Tan sólo incorpora una novedad con respecto al año anterior, reco-
gida en la disposición adicional quinta. De acuerdo con esta disposición
adicional, los gastos plurianuales que se adquieran para financiar los gas-
tos de construcción, explotación y mantenimiento del nuevo hospital
Vital Álvarez Buylla de Mieres no estarán sujetos a los requisitos y lími-
tes establecidos en los artículos 29 y 30 del texto refundido del régimen
económico y presupuestario.

Por último, el proyecto de ley contiene dos disposiciones finales; la
primera determina que la vigencia de las disposiciones contenidas en la
Ley será coincidente con el año natural y la segunda establece la entrada
en vigor el día 1 de enero de 2007.
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iii. análisis de los estados numéricos de ingresos y gastos

1.Al igual que en los últimos ejercicios, el proyecto de presupuestos
generales del Principado de Asturias para el año 2007 se ha elaborado
siguiendo los criterios y los límites establecidos en la Ley 18/2001, de 12
de diciembre, general de estabilidad presupuestaria y en la Ley Orgánica
5/2001, de 13 de diciembre, complementaria de la Ley general de esta-
bilidad presupuestaria (recientemente modificadas por la Ley 15/2006 y
por la Ley Orgánica 3/2006, respectivamente).

El presupuesto de la Administración del Principado de Asturias para
2007 se cifra en 3.898,1 millones de euros (3.621 euros/habitante), lo
que arroja un incremento del 8% respecto al presupuesto del ejercicio
anterior. Por su parte, el presupuesto consolidado, obtenido mediante la
agregación de los presupuestos de la Administración del Principado de
Asturias y de los organismos y entes públicos cuya normativa específica
confiere carácter limitativo a los créditos de sus presupuestos de gastos,
crece un 8,3%, alcanzando los 3.975 millones de euros (3.693
euros/habitante). Estos incrementos permiten calificar los presupuestos
de 2007 como expansivos pues son superiores al crecimiento estimado
para la economía nacional (6,7% de pib nominal).

Los presupuestos se presentan equilibrados según el criterio del 
sec-95, cifrándose en 3.760,6 millones de euros las operaciones no finan-
cieras, lo que arroja un incremento del 8,4% respecto al presupuesto de
2006. Así mismo, se estima un ahorro corriente de 530,4 millones de
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euros. Por otra parte, se prevé un incremento del nivel de endeudamien-
to de 39 millones de euros, cifra que se encuentra dentro de los límites
establecidos en el Acuerdo de Política Fiscal y Financiera de 6 de marzo
de 2003, según el cual la deuda existente al inicio del período puede
incrementarse como máximo en el importe de la variación de activos
financieros.

Aunque los presupuestos generales del Principado de Asturias inte-
gran los presupuestos de la totalidad de los agentes del sector público
autonómico, a continuación se realiza, exclusivamente, el análisis de los
estados de ingresos y gastos de los presupuestos de la Administración del
Principado de Asturias, denominación bajo la que se incluye la Junta
General y su alto comisionado el Procurador General, el Gobierno y la
Administración, y los órganos auxiliares: la Sindicatura de Cuentas y el
Consejo Consultivo.

2. Por lo que se refiere al estado de ingresos, las previsiones están mar-
cadas, al igual que el ejercicio anterior, por los acuerdos adoptados en la
Conferencia de Presidentes y por Consejo de Política Fiscal y Financie-
ra, de septiembre de 2005, en materia de sanidad,Así mismo, reflejan la
continuidad en el ejercicio de competencias normativas en materia tri-
butaria atribuidas al Principado de Asturias a través de la Ley 21/2001,
que regula las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de
financiación autonómica.

Los ingresos por operaciones corrientes se estiman en 3.282,5 millo-
nes de euros, lo que representa un incremento del 9,2% con relación al
ejercicio 2006, y las operaciones de capital en 478,1 millones, es decir,
crecen un 2,7% respecto al presupuesto del año anterior. En conjunto,
las operaciones no financieras concentran el 96,5% del total de los ingre-
sos, 3 décimas más que en 2006. Por su parte, las operaciones financieras
descienden un 0,9% cifrándose en 137,5 millones de euros.

Las transferencias (corrientes y de capital) suponen el 48,2% del pre-
supuesto, 4 décimas más que el ejercicio precedente, y constituyen la
principal fuente de ingresos de la Administración del Principado de
Asturias, estimándose en 1.879,9 millones de euros, lo que arroja un
incremento del 8,9% respecto a las previsiones de 2006. En segundo
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lugar se sitúan los ingresos tributarios, con 1.833,9 millones de euros,
cuyo nivel de participación en los ingresos se mantiene en el 47% a pesar
de que aumentan un 8,2% respecto al ejercicio anterior. Los dos tipos de
ingresos restantes —ingresos patrimoniales (capítulos 5 y 6) e ingresos
financieros (capítulos 8 y 9)— apenas aportan el 1,2 y 3,5%, respectiva-
mente, porcentajes similares a los de ejercicios anteriores.

Desde el punto de vista de la clasificación económica, los impuestos
directos constituyen el capítulo primero del presupuesto de ingresos. La
recaudación prevista por este concepto supera ligeramente los 628 millo-
nes de euros, que suponen un aumento del 8,5% respecto al ejercicio
precedente y representan el 16,1% del total de los ingresos (1 décima más
que en 2006). Destaca, por su cuantía, la tarifa autonómica del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas (irpf), cuyos ingresos se estiman
en 532,6 millones de euros, lo que supone una aportación del 84,8% del
total de los impuestos directos, y el 13,7% del total de los ingresos. En
segundo lugar, los ingresos previstos en concepto del impuesto de suce-
siones y donaciones se cifran en 50 millones de euros, equivalentes al 8%
de los ingresos derivados de impuestos directos. Respecto a las previsio-
nes iniciales del ejercicio 2006, el impuesto sobre el patrimonio de las
personas físicas es el que experimenta un mayor incremento, el 18%,
debido al fuerte repunte de la recaudación después de varios años de
estancamiento. Los ingresos procedentes de la tarifa autonómica crecen
también por encima de la media de los impuestos directos, en concreto
un 10,2%. Este incremento se debe no sólo a la evolución del tributo,
sino a la elevación de las entregas a cuenta de la recaudación prevista has-
ta el máximo permitido (102%).Así mismo, se prevé un incremento de
los ingresos derivados del impuesto sobre grandes establecimientos
comerciales (8,3%), así como del recargo sobre el impuesto de activida-
des económicas (4,5%).

Durante 2007 se prevé recaudar 1.122,7 millones de euros en con-
cepto de impuestos indirectos, lo que arroja un incremento del 8,7% res-
pecto a las previsiones de 2006 y un nivel de participación en el total de
los ingresos del 28,8%, es decir, 2 décimas más que en el ejercicio prece-
dente. Del total de ingresos previstos para este capítulo destaca la recau-
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dación por iva que, con 597,5 millones de euros, aporta el 15,3% del
total de los ingresos presupuestados (5 décimas más que el año anterior)
y el 53,2% del total del capítulo. Le siguen los ingresos derivados del
impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documen-
tados, cuya recaudación se estima en 232,6 millones de euros, equivalen-
tes al 20,7% del total de los ingresos derivados de impuestos indirectos.
Cabe señalar que el incremento previsto para los ingresos procedentes del
iva (11,5%) se debe, en parte, a la elevación del porcentaje de cesión del
100 al 102% de las previsiones estatales de recaudación, como conse-
cuencia de la revisión del sistema de financiación autonómica en su ver-
tiente sanitaria.

Los restantes impuestos ligados al sistema de financiación autonómi-
ca totalizan 287,9 millones de euros y representan el 25,6% del total del
capítulo. No ha de olvidarse que la Comunidad Autónoma sólo dispone
de competencias normativas sobre dos de ellos: el impuesto especial
sobre determinados medios de transporte y el impuesto sobre ventas
minoristas de determinados hidrocarburos, cuya recaudación se estima
que crecerá un 9,8 y 1,4%, respectivamente.

Tanto las elevaciones de los tipos impositivos sobre consumos especí-
ficos como la aprobación y aplicación de la Ley 28/2005, de medidas
sanitarias frente al tabaquismo y reguladora de la venta, suministro, con-
sumo y publicidad de los productos del tabaco, han marcado las previ-
siones de ingresos para este capítulo.

La recaudación estimada en concepto de tasas y otros ingresos (capí-
tulo 3) se cifra en 83,1 millones, lo que supone un descenso de 9 déci-
mas respecto al ejercicio precedente y una participación en el total de los
ingresos del 2,1%. Como es habitual, los ingresos por tasas fiscales sobre
juegos de suerte, envite o azar, cuya recaudación se estima en 41,6 millo-
nes de euros, son los que aportan la mayor parte de los ingresos del capí-
tulo (50,1%).

Los ingresos procedentes de transferencias corrientes aumentan un
10,6% respecto a 2006 y se cifran en 1.441,7 millones de euros, equiva-
lentes al 37% del total de los ingresos, que representa el mayor nivel de
participación en el conjunto del presupuesto. Las transferencias de la
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Administración General del Estado suponen el 95,9% del capítulo. Entre
ellas destaca la dotación al Fondo de Suficiencia, que se eleva a 1.104,2
millones de euros y supone un incremento del 11,6% respecto a la dota-
ción del ejercicio 2006. Dicho aumento se deriva del incremento del 2%
de las entregas a cuenta (como consecuencia de los acuerdos en materia
sanitaria), así como de la asunción por parte del Gobierno Autonómico
de nuevas competencias en materia de provisión de medios materiales y
económicos de la Administración de Justicia. En cambio, las transferen-
cias condicionadas a la financiación de la sanidad descienden un 6%. Por
su parte, la dotación del Fondo Complementario de Financiación alcan-
za los 149,2 millones de euros, frente a los 131,5 millones del ejercicio
2006. Este capítulo incluye, además, una serie de recursos procedentes de
la Administración del Estado entre los que cabe señalar los destinados a
financiar la Ley de autonomía personal (7 millones de euros), así como
los destinados a financiar los conciertos de enseñanza infantil (5 millones
de euros). Por su parte, las transferencias procedentes de la Unión Euro-
pea se cifran en 32 millones de euros, lo que arroja un descenso del 1,5%
respecto al ejercicio anterior.

Los ingresos estimados para el capítulo 5, ingresos patrimoniales, se
cifran en 6,9 millones de euros, que representan un incremento del 6,8%.
A pesar de este incremento, su nivel de participación en el conjunto de
los ingresos apenas alcanza el 0,2%.

En el capítulo de enajenación de inversiones reales se prevén unos
ingresos de 40 millones de euros (1% del presupuesto total), lo que arro-
ja un descenso del 6,2%.

Se prevé que los ingresos por transferencias de capital crezcan un
3,6% en el ejercicio 2007, estimándose en 438,2 millones de euros, que
representan un nivel de participación del 11,2% en el total de los ingre-
sos (5 décimas menos que el ejercicio precedente). Las transferencias de
la Administración General del Estado, que se estiman en 236 millones de
euros, representan más de la mitad de las transferencias de capital. Den-
tro de este capítulo destacan los ingresos previstos del Fondo de Com-
pensación Interterritorial, que se elevan a 53,9 millones de euros y supo-
nen un incremento del 4,6% respecto al ejercicio anterior; y los Fondos
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Mineros, que descienden un 17,7% y se sitúan en los 68,7 millones de
euros. Por lo que respecta a las transferencias de la Unión Europea, se
estiman en torno a 190 millones de euros procedentes de Fondos
Comunitarios, lo que arroja un incremento del 6,7%. No obstante, hay
que tener en cuenta que en este ejercicio confluyen fondos procedentes
de dos períodos de programación: primera anualidad del período 
2007-2013 (136,8 millones de euros) y fase de liquidación del período
2000-2006 (53,1 millones de euros). Si se descuentan los ingresos deri-
vados del período que se liquida, los fondos procedentes de la Unión
Europea descenderían un 23%.

Por último, las previsiones de ingresos financieros (capítulos 8 y 9) se
elevan a 137,5 millones de euros, que suponen un 3,5% del total del pre-
supuesto. Los ingresos por activos financieros aumentan un 19%, debido
al incremento previsto en los reintegros de anticipos de personal, cifrán-
dose en 9,5 millones de euros Por su parte, los ingresos de pasivos finan-
cieros, que proceden de la emisión de deuda, descienden un 2,1% res-
pecto a las previsiones del ejercicio precedente, cifrándose en torno a los
128 millones de euros. De ellos, 89 millones de euros se destinarán a
amortizar deuda y el resto financiarán la adquisición de activos financie-
ros instrumentados a través de la capitalización de empresas públicas.

3. Por lo que respecta al estado de gastos del presupuesto de la Admi-
nistración del Principado de Asturias, 2.752,1 millones de euros, es decir,
el 70,6% de la totalidad de los créditos (4% más que el ejercicio prece-
dente) se destina a gasto corriente, lo que arroja un incremento del 8,6%
con relación al ejercicio anterior; en torno al 25,9%, 1.008,5 millones de
euros, se destina a operaciones de capital, cuyo crecimiento se estima en
el 7,7%, ligeramente inferior a la media del presupuesto total (8%); final-
mente, el 3,5% restante corresponde a operaciones financieras y recoge 39
millones de euros destinados a la adquisición de acciones de empresas
públicas (2,2 millones de euros para la compra de acciones de vipasa, 5
millones de euros para la Sociedad Regional de Promoción, 31,4 millo-
nes de euros para la Sociedad de Gestión de Infraestructuras Sanitarias,
s.a. y 0,04 millones de euros para la Sociedad de Gestión de Infraestruc-
turas Públicas de Telecomunicaciones del Principado de Asturias, s.a.).
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A nivel de capítulo, cabe señalar que los créditos destinados a gastos
de personal se aproximan a los 666,5 millones de euros, equivalentes al
17,1% del total presupuestado y se incrementan el 7,7% respecto al año
anterior; los gastos en bienes corrientes y servicios alcanzan un total de
192,4 millones de euros, que representan el 4,9% del gasto total y un
incremento del 17,1%; los gastos financieros, con un montante de 50
millones de euros, suponen un 1,3% del total, manteniéndose los niveles
de gasto del ejercicio anterior; las transferencias corrientes se elevan a
1.843,3 millones de euros, es decir, el 47,3% del total, aumentando un
8,3%; las inversiones reales aumentan un 4,4% y se sitúan en 561,8 millo-
nes de euros, 14,4% del total; las transferencias de capital alcanzan la cifra
de 446,7 millones de euros, un 11,5% del total, y arrojan un aumento del
12,2% respecto al ejercicio precedente; los activos financieros suponen
48,5 millones de euros y absorben el 1,2% del total de los gastos y, por
último, la amortización de deuda, con un total de 89 millones de euros,
supone un 2,3% del total presupuestado (1 décima menos que en 2006)
y arroja un descenso de 9 décimas de punto.

Atendiendo a la clasificación orgánica, las mayores dotaciones presu-
puestarias se registran, al igual que en los presupuestos de ejercicios ante-
riores, en la Consejería de Salud y Servicios Sanitarios, cuyos créditos se
elevan a 1.330,1 millones de euros (5,6% más que el año anterior), equi-
valentes al 34,1% del total del presupuesto, lo que supone un descenso
de 8 décimas en el nivel de participación en el gasto total respecto a
2006. Le sigue, aunque a gran distancia, la Consejería de Educación y
Ciencia que, con una dotación presupuestaria de 873,9 millones de
euros, capta el 22,4% del total de los créditos (4 décimas más que en
2006); en tercer lugar, la Consejería de Medio Ambiente, Ordenación del
Territorio e Infraestructuras recibe una asignación de 318,3 millones de
euros, lo que supone un 8,2% del total presupuestado. La Consejería de
Vivienda y Bienestar Social sitúa su presupuesto en 280,4 millones de
euros y absorbe el 7,2% del gasto total. La Consejería de Industria y
Empleo con 196,6 millones de euros representa el 5% del total; la Con-
sejería de Medio Rural y Pesca contará con un presupuesto de 196
millones de euros, el 5% del total; la Consejería de Economía y Admi-
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nistración Pública, con 171,2 millones, capta el 4,4% del total de los cré-
ditos; la Consejería de Cultura, Comunicación Social y Turismo, con
164,4 millones de euros, absorbe el 4,2% del presupuesto; el Servicio de
la Deuda, con 138,3 millones de euros, supone el 3,5% del total. Por su
parte, la Consejería de Presidencia contará con algo más de 89 millones
de euros, lo que supone el 2,3% del total de los gastos presupuestados, y
la Consejería de Justicia, Seguridad Pública y Relaciones Exteriores con
79,2 millones de euros, que representan el 2% del total de los créditos
aprobados. Finalmente, cabe señalar que el presupuesto del Procurador
General asciende a 2,9 millones de euros y los créditos presupuestados
para los órganos auxiliares de la Administración del Principado de Astu-
rias: Consejo Consultivo y Sindicatura de Cuentas se cifran en 2,2 y 3,9
millones de euros, respectivamente.

Desde el punto de vista de la clasificación funcional (finalidad del gas-
to) destaca, al igual que en ejercicios anteriores, el grupo funcional 4,
“Producción de bienes públicos de carácter social”, cuya dotación pre-
supuestaria se aproxima a los 2.424,7 millones de euros, equivalentes al
62,2% del total de los gastos (5 décimas menos que en 2006). Con res-
pecto a los créditos del ejercicio anterior incrementa su dotación un
7,2%. Dentro de este grupo destacan las funciones de Sanidad y Educa-
ción que absorben el 33,8% y 20,1% del total de los créditos, respectiva-
mente. Le siguen, aunque a distancia, los grupos “Seguridad, protección
y promoción social”;“Producción de bienes públicos de carácter econó-
mico” y “Regulación económica de los sectores productivos” con el
10,3; 8,2 y 7,7%, respectivamente. Los cuatro grupos funcionales restan-
tes concentran el 11,6% del total del gasto, 3 décimas más que el ejercicio
anterior.

Las funciones que registran mayor incremento son: Justicia (95,8%);
Investigación científica, técnica y aplicada (27,6%); Regulación econó-
mica (24,6%) y Vivienda y urbanismo (20,5%). En cambio, tan sólo tres
funciones han visto reducida su dotación presupuestaria: Comunicacio-
nes (-20,1%), Regulación financiera (-6,6%) e Información básica y esta-
dística (-5,4%).
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iv. consideraciones

primera
El Consejo Económico y Social considera que el proyecto de presu-

puesto de la Administración del Principado de Asturias para el ejercicio
2007, que alcanza los 3.898 millones de euros (3.976 millones una vez
consolidado con el presupuesto de los organismos y entes públicos cuyos
créditos tienen carácter limitativo), mantiene el carácter expansivo ya que
crece un 8% respecto al presupuesto del ejercicio anterior (8,3% el pre-
supuesto consolidado), incremento superior al estimado para el pib
nominal que, según la previsión de los Presupuestos Generales del Esta-
do, se sitúa en el 6,7%.

En términos cualitativos, el proyecto de presupuestos para 2007 es
coherente con el presupuesto del ejercicio anterior, dando continuidad a
las principales políticas desarrolladas hasta ahora, lo que lo convierte en
un posible instrumento para avanzar en el crecimiento económico y en
la cohesión social y territorial dentro de nuestra región.

segunda
En cuanto a los ingresos, cabe señalar que el crecimiento se apoya en

el incremento de los ingresos corrientes (9,2%), frente a los cuales se
observa una desaceleración de los ingresos de capital (2,7%). De este
modo, los ingresos corrientes aumentan su peso en el presupuesto esti-
mándose su aportación al conjunto de los ingresos en el 84,2%.
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Este crecimiento de los ingresos corrientes está generado, en gran
medida, por aumentos en las estimaciones de ingresos provenientes de
impuestos directos (8,5%), impuestos indirectos (8,7%) y transferencias
corrientes (10,6%), debido a las transferencias asumidas en materia de
justicia, al desarrollo de la ley de dependencia, así como a la elevación de
los anticipos a cuenta procedentes del sistema de financiación autonó-
mica hasta el máximo permitido (102% de las cantidades previstas por el
Estado), frente al 100% aplicado en los presupuestos de 2006. En el
Informe económico-financiero que acompaña al proyecto de ley de pre-
supuestos se justifica la adopción de esta medida por “las necesidades de
recursos crecientes para financiar las competencias sanitarias y la buena
marcha de los tributos estatales cedidos que hace pensar en liquidaciones
futuras positivas”.

Las transferencias corrientes procedentes de la Administración Gene-
ral del Estado totalizan 1.383 millones de euros y suponen el 35,5% de
los ingresos totales, procediendo en su mayor parte del sistema de finan-
ciación autonómica. Por otro lado, las transferencias de capital superan los
438 millones, de los que más de la mitad corresponden también a la
Administración Estatal. Estas cantidades, unidas a las procedentes de la
recaudación por impuestos cedidos, permiten valorar la importancia que
tiene para nuestra región el mantenimiento de un sistema de financia-
ción basado en la solidaridad entre las distintas comunidades autónomas.

A este respecto, este Consejo considera que continúa siendo urgente
la reforma del sistema de financiación autonómica de cara a garantizar la
suficiencia financiera necesaria para que nuestra Comunidad Autónoma,
al igual que las demás, pueda ejercer las competencias asumidas. Pese al
compromiso del Gobierno Central de poner en marcha un nuevo siste-
ma en esta legislatura, todo parece indicar que esto no será posible antes
de 2009 o incluso 2010.

tercera
Los ingresos recogen una previsión de endeudamiento que se cifra en

127,9 millones de euros, un 2,1% menos que la proyectada en los presu-
puestos del ejercicio anterior. Este montante de deuda se encuentra den-
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tro de los límites establecidos por las leyes de estabilidad presupuestaria.
Así mismo, se cumplen las limitaciones legales establecidas en la lofca (la
carga financiera no supera el 25% de los ingresos corrientes).

El destino de esta deuda es la amortización de préstamos (89 millo-
nes) y la capitalización de empresas públicas (38,6 millones): 2,2 millo-
nes para vipasa; 5 millones para la srp; 31,4 millones para el gispasa y
37.500 euros para la Sociedad Gestión de Infraestructuras Públicas de
Telecomunicaciones del Principado de Asturias.

El Consejo Económico y Social constata que se mantiene la política
de instrumentar inversiones a través de empresas públicas dentro de los
límites establecidos por la Ley de estabilidad presupuestaria, fórmula que
exige un mayor número de mecanismos de control parlamentario a fin
de lograr la mayor transparencia.

cuarta
Desde el punto de vista de la clasificación económica del gasto, el

mayor crecimiento lo experimentan los gastos corrientes, que crecen por
encima del total del presupuesto, aumentando su peso sobre el total en
casi 4 décimas.

Por su parte, los capítulos 6 y 7, que comprenden los proyectos de
inversión directa de la Administración y las transferencias a otros agentes
para su realización, crecen un 7,7% (9,6% en 2006), manteniendo su
nivel de participación en el total del presupuesto (25,9%). Esto pone de
manifiesto una caída en el incremento de la inversión que el Gobierno
Autonómico venía desarrollado en los dos últimos ejercicios.

No obstante, el Consejo Económico y Social entiende que estos cre-
cimientos han de valorarse teniendo en cuenta lo siguiente: por un lado,
la puesta en funcionamiento del desdoblamiento de la carretera AS-18
entre Oviedo y Porceyo, prevista para 2007 y que ha sido ejecutada por
medio de un contrato de concesión de obra pública, conlleva un aumen-
to del gasto corriente dado que el canon anual se imputa presupuesta-
riamente al capítulo 2, si bien parte de ese canon corresponde a inver-
siones; por otro lado, a la hora de analizar las inversiones podría
computarse, además de los capítulos 6 y 7, la inversión inducida a través
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del capítulo 8, activos financieros, que se eleva a 41 millones de euros y
cuyo destino es la compra de acciones en empresas públicas que tengan
como fin ejecutar infraestructuras públicas o promoción de desarrollo
económico regional. En este caso la inversión total alcanzaría los 1.049,5
millones, lo que arroja un incremento del 7,1% y un porcentaje de par-
ticipación en el gasto total del 26,9.

Por tanto, el ces considera que el proyecto de presupuestos para 2007
puede definirse como un proyecto de presupuestos inversor, esfuerzo que
se valora favorablemente, ya que con ello fomenta la creación de nueva
actividad económica, lo que genera nuevos ingresos por la vía recauda-
toria y permite regenerar la economía de la región. Una mayor inversión
productiva contribuye a lograr un patrón equilibrado y sostenible de cre-
cimiento que mejore nuestros niveles de competitividad.

Descienden las inversiones financiadas a través de Fondos Mineros
(68,7 millones de euros, un 17,7% menos) y también las del Plan Com-
plementario de Reactivación de las Comarcas Mineras (8,2 millones, un
66,8% menos), al haber finalizado el período de ejecución del Plan y
quedar tan sólo las últimas anualidades retrasadas de algunos proyectos.

quinta
Destaca el marcado carácter social del proyecto de presupuestos para

2007, donde se mantiene la apuesta por la producción e inversión en
bienes y servicios de carácter social, con un efecto muy directo sobre el
conjunto de la sociedad asturiana.Así, las partidas económicas destinadas
a ejecutar políticas relacionadas con sanidad, educación, vivienda y
bienestar social destacan por el nivel de recursos destinados. Considera-
mos que estas asignaciones presupuestarias son necesarias para consolidar
la red de servicios públicos y fortalecer los principios de solidaridad,
cohesión social y mejora de la calidad de vida de los asturianos.

Desde el punto de vista de la clasificación orgánica del presupuesto,
son las Consejerías que ejecutan políticas sociales las que concentran el
mayor nivel de recursos. Concretamente, Salud y Servicios Sanitarios,
con 1.330 millones de euros y un incremento del 5,6%, concentra el
34,1% del total del presupuesto; Educación y Ciencia absorbe el 22,4%,
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con 873,8 millones de euros y un incremento del 10%, y Vivienda y
Bienestar Social el 7,2%, con 280,4 millones aumenta sus recursos en un
21,9%. Sólo entre Educación y Sanidad el gasto concentra más de la
mitad del total del presupuesto (56,5%) y, si se añade Vivienda y Bienes-
tar Social, consejería de marcado carácter social, el porcentaje se eleva al
63,7%.

Desde una óptica funcional, los recursos destinados a “Producción de
bienes públicos de carácter social” (educación, sanidad, vivienda, bien-
estar comunitario y cultura) representan el 62,2% del presupuesto y los
destinados a “Seguridad y protección social” el 10,3%, lo que supone
que se mantiene el nivel de participación en el 72,5% del total del
presupuesto.

Cabe resaltar nuevamente el notable avance de los créditos asignados
a los servicios de carácter general, a los que corresponde el mayor creci-
miento en términos relativos de los gastos, especialmente, en lo que se
refiere a Justicia, que se incrementa más de un 95% tras la asunción de las
competencias en esta materia.Así mismo, parte de este crecimiento se
debe a la incorporación de los créditos correspondientes a una nueva
figura, el Procurador General, en cuanto alto comisionado de la Junta
General del Principado de Asturias.

Por lo que se refiere al gasto sanitario, que constituye la principal
política de gasto de la Administración Autonómica desde el punto de vis-
ta cuantitativo, se estima un incremento inferior a la media del presu-
puesto. Este Consejo pone de manifiesto su preocupación por los pro-
blemas de financiación del sistema sanitario que pueden surgir en un
futuro; problemas a los que no son ajenas el resto de comunidades autó-
nomas, si bien en el caso de Asturias es especialmente relevante debido a
la estructura demográfica que presenta la región.Todo esto exige una
especial atención en la planificación y gestión de los recursos.

sexta
Las políticas de carácter social se combinan en estos presupuestos con

las políticas de promoción y desarrollo económico.Así, la “Producción
de bienes públicos de carácter económico” que encierra actuaciones de
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fuerte componente inversor crece un 4,7%, por debajo de la media del
presupuesto. Parte de este menor crecimiento tiene su origen en el pro-
grama de carreteras que desciende un 4,5% respecto a 2006.

Se mantiene el esfuerzo en el área de ciencia y tecnología (I+D+i),
que experimenta un impulso tal y como se aprecia en el incremento del
27,6% registrado en la función de investigación científica, técnica y apli-
cada, donde las partidas correspondientes al pcti se elevan en un 28,3%.
No obstante, dado que nuestra región aún se encuentra lejos de los pará-
metros registrados en I+D+i a nivel nacional y europeo, los esfuerzos en
este campo deberían ser mayores y sostenidos en el tiempo si queremos
avanzar posiciones en un aspecto fundamental para la competitividad y
productividad de las empresas.

Las actuaciones destinadas a potenciar el desarrollo económico y pro-
ductivo de nuestra economía incrementan sus recursos un 6,6%, tal y
como se desprende de la evolución de créditos destinados a la “Regula-
ción económica de los sectores productivos”, donde, entre otros, los
recursos del idepa o los de actuaciones destinadas a potenciar el turismo
aumentan un 8,2%.

Aunque aumenta la aportación de la Administración del Principado
de Asturias al idepa (8,2%) y se prevé aumentar la participación pública
en la srp en 5 millones (frente a los 8 millones presupuestados para
2006), estos dos importantes organismos de promoción económica de la
región prevén para 2007 unos presupuestos de explotación y de capital
inferiores, en su conjunto, a los del ejercicio precedente.

Este Consejo considera que las dotaciones a las políticas de gasto que
contribuyen al fortalecimiento de nuestras estructuras y de los sectores
con potencial competitivo deben seguir jugando un papel importante en
el medio y largo plazo. Sólo así se logrará un mayor fortalecimiento del
aparato productivo asturiano en su conjunto.

séptima
En cuanto a las políticas de fomento de empleo, se observan incre-

mentos generalizados en los recursos destinados y gestionados por la
Consejería de Industria y de Empleo en esta área, tal y como se aprecia

| 114

parecer



en la función de Promoción social, donde se recoge el gasto destinado a
políticas de fomento de empleo y de inserción laboral de colectivos más
desfavorecidos, cuya dotación presupuestaria se cifra en 103,7 millones,
incrementándose un 8,5% respecto al ejercicio 2006. El Servicio Públi-
co de Empleo recibe de estos presupuestos 80,8 millones de euros, un 8%
más que en el ejercicio anterior, destinándose la mayor parte a ayudas.Al
Plan de Empleo Juvenil se destinan 16,6 millones.

octava
Este Consejo considera que se respetan, en general, los compromisos

financieros asumidos por el Gobierno Regional en el Acuerdo para el
Desarrollo Económico, la Competitividad y el Empleo, en su anualidad
para 2007, aunque existen líneas concretas del adece cuya consignación
presupuestaria no queda suficientemente clara en este proyecto de ley.

Oviedo, 30 de noviembre de 2006

v.º b.º el presidente el secretario general

Fdo.: Nicolás Álvarez Álvarez Fdo.: José Luis Gallego Riestra
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este libro se terminó de imprimir
en los talleres de grafinsa,

en oviedo, en el mes
de febrero de

2007
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